
 
 
 

 
 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Reparación Directa 

RADICADO 23-001-33-33-005-2017-00092-00 

DEMANDANTE Idalina Aguirre Pérez y Otros  

DEMANDADO ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

LLAMADOS EN GARANTIA Sociedad Ginecobstetra Asociados LTDA, 
Virgilio Echenique Jiménez, y Aseguradora 
Liberty Seguros S.A 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia inicial llevada a cabo el día 18 de febrero de 2020 se decretaron las pruebas 
solicitadas por la parte demandante, demandada y llamada en garantía. Así mismo, se fijó 
el día 24 de abril de 2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo audiencia de pruebas de que 
trata el artículo 181 del CPACA, en el presente proceso. Sin embargo, posteriormente, se 
reprogramo la mencionada diligencia para el día 11 de mayo de 2020.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá  al abogado de la parte demandante, parte demandada y de la parte 
llamada en garantía para que aporten la dirección de correo electrónico que deberá 
pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de los demandantes, de cada uno de los 
testigos que le fueron decretados en el presente proceso y de los peritos que rindieron 
Dictamen Pericial, a fin de que estos puedan conectarse virtualmente en forma 
independiente y separada. De esa misma forma deberán hacerlo los apoderados de las 
partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
  

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

En igual sentido, se requerirá a la apoderada de la parte demandada, para que aporte una 
dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para 
la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
En mérito a lo expuesto, se  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante, parte demandada y parte 
llamada en garantía para que aporten la dirección de correo electrónico perteneciente al 
dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de los demandantes, de cada uno de los testigos que 
le fueron decretados en el presente proceso y de los peritos que presentaron dictamen 
pericial y que fueron decretados en la audiencia inicial de fecha 18 de febrero de 2020, a 
efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le 
concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: Requiérase la apoderada de la parte demandada, para que aporte dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la 
realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
584741d5dd07c4670706b4915b16ed31248f04b1b98f342c19b98e7353f4a26b 

Documento generado en 04/09/2020 04:06:41 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 

 
 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Controversias contractuales 

RADICADO 23-001-33-33-005-2017-00408-00 

DEMANDANTE Laborando Ltda 

DEMANDADO Departamento de Córdoba 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia inicial llevada a cabo el día 6 de febrero de 2020 se decretaron las pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandante y se fijó el día 11 de mayo de 2020 a las 
08:30 A.M para llevar a cabo audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, 
en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada 
uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, a fin de que estos puedan 
conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De esa misma forma deberán 
hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada uno de 
los testigos que fueron decretados en la audiencia inicial de fecha 6 de febrero de 2020, a 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le 
concede el término de cinco (5) días. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
cad3c26066fee60433d9275d309956585f380f5d519f180a7c9d11b8016124b5 

Documento generado en 04/09/2020 04:10:52 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 

AUTO REQUIERE  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2018-00043-00 

DEMANDANTE Jorge Alberto Burgos Monsalve 

DEMANDADO Municipio de Montería – Secretaria de Transito y 
Transporte 

VINCULADO Nación -MinDefensa – Policía Nacional  

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES 
 
En la continuación de la audiencia inicial llevada a cabo el día 10 de febrero de 2020 se decretaron las 
pruebas testimoniales solicitadas por la parte demandante y parte demandada. Así mismo, se fijó el día 
15 de mayo de 2020 a las 03:00 P.M para llevar a cabo audiencia de pruebas de que trata el artículo 
181 del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, el Consejo 
Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-11519, 
PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-
11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-11556 y PCSJA20-11567, suspendió los 
términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y 
posteriormente, el Consejo Seccional de la Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante 
Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito 
de Montería, el cual fue prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-
51 y CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el Decreto 806 
de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán realizarse utilizando los 
medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a 
disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá facilitarse y permitirse la presencia de todos 
los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia de pruebas 
a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a través del aplicativo 
Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la audiencia a los abogados a la 
dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y se seguirá el protocolo de audiencias 
diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede 
ser consultado en el canal de YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la 
audiencia de pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante y parte demandada para que 
aporten la dirección de correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o 
Gmail, para cada uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, a fin de que estos 
puedan conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De esa misma forma deberán 
hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el término de cinco 
(5) días. 
 
En igual sentido, se requerirá al apoderado de la parte demandante y parte demandada Nación – 
Ministerio de Defensa -Policía Nacional, para que aporten una dirección de correo electrónico 
perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. Para lo 
anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 
De otra parte, a folios 243 a 245 obra memorial de fecha 14 de febrero de 2020, en donde el apoderado 
de la parte demandada Municipio de Montería, abogado Juan Antonio Arrieta Flórez, manifiesta que 
renuncia al poder que le fue conferido, anexando comunicación en tal sentido a la parte demandada. 
Al respecto, señala el artículo 76 del CGP aplicable por remisión expresa del artículo 306 del CPACA 
que la renuncia no pone término al poder sino cinco (5) días después de presentado el memorial de 
renuncia en el juzgado, acompañado de la comunicación enviada al poderdante en tal sentido. Así las 
cosas, como quiera que la renuncia presentada por el apoderado de la parte demandada cumple con 
los requisitos señalados en la norma, se tendrá por surtida la misma.  
 
Ahora, como quiera que el apoderado de la entidad demandada, Municipio de Montería renunció al 
mandato conferido, y no se aportó el correo de la entidad demandada, se requerirá al Municipio de 
Montería, para que aporte para que aporte una dirección de correo electrónico perteneciente al dominio 
de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. En mérito a lo expuesto, se  

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 
agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante y parte demandada, Nación Ministerio 
de Defensa -Policía Nacional, para que aporten la dirección de correo electrónico perteneciente al 
dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada uno de los testigos que fueron decretados en la 
continuación de audiencia inicial de fecha 20 de febrero de 2020, a efectos de llevar a cabo la audiencia 
de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: Requiérase al apoderado de la parte demandante y parte demandada Nación – Ministerio 
de Defensa -Policía Nacional, para que aporten dirección de correo electrónico perteneciente al dominio 
de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
 
TERCERO: Téngase por surtida la renuncia al poder presentada por el apoderado de la parte 
demandada municipio de Montería, abogado Juan Antonio Arrieta Flórez obrante a folio 243 a 245 del 
expediente, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
CUARTO: Requiérase a la entidad demandada, Municipio de Montería, para que aporte dirección de 
correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las 
audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 
dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

68802f89a83919fcb3172e148a33c6992bf6ad2e94127b65ab1347fee1b94a25 
Documento generado en 04/09/2020 04:05:22 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 

 
 
              
 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2018-00175-00 

DEMANDANTE Rosmery del Carmen Ojeda Galvis 

DEMANDADO Nación - Ministerio de Salud y de la 
Protección Social 

VINCULADO Administradora de Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud – 
ADREES  

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia de pruebas llevada a cabo el día 27 de febrero de 2020 se decretaron pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandante y se fijó el día 8 de junio de 2020 a las 
03:30 P.M para llevar a cabo la audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del 
CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante, para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail, del 
testigo que fue decretado en el presente proceso, a fin de que este pueda conectarse 
virtualmente en forma independiente y separada. De esa misma forma deberán hacerlo los 
apoderados de las partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el término de cinco 
(5) días. 
  

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

En igual sentido, se requerirá a los apoderados de las partes demandadas Nación - 
Ministerio de Salud y de la Protección Social y la Administradora de Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud – ADREES, para que aporten una dirección de correo 
electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las 
audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. En mérito a lo 
expuesto, se  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante, para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail del testigo que 
fue decretado en la audiencia de pruebas de fecha 27 de febrero de 2020, a efectos de 
llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: se requerirá a los apoderados de las partes demandadas Nación - Ministerio 
de Salud y de la Protección Social y la Administradora de Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud – ADREES, para que aporten dirección de correo electrónico 
perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. 
Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2018-00305-00 

DEMANDANTE Carmen Francisca German Ensuncho 

DEMANDADO ESE Hospital San Francisco de Ciénaga de 
Oro 

LLAMADO EN GARANTIA Laborando S.A.S 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia inicial llevada a cabo el día 20 de febrero de 2020 se decretaron las pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandante, parte demandada y entidad llamada en 
garantía. Así mismo, se fijó el día 18 de mayo de 2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo 
audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail, de la 
demandante y de cada uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, 
a fin de que estos puedan conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De 
esa misma forma deberán hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo 
anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
  
En mérito a lo expuesto, se  

 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de la 
demandante y de cada uno de los testigos que fueron decretados en la audiencia inicial de 
fecha 20 de febrero de 2020, a efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma 
virtual. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2018-00405-00 

DEMANDANTE Yara Raquel Argumedo Paternina 

DEMANDADO ESE Hospital San Francisco de Ciénaga de 
Oro 

LLAMADO EN GARANTIA Laborando S.A.S 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia inicial llevada a cabo el día 20 de febrero de 2020 se decretaron las pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandante, parte demandada y entidad llamada en 
garantía. Así mismo, se fijó el día 18 de mayo de 2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo 
audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail, de la 
demandante y de cada uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, 
a fin de que estos puedan conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De 
esa misma forma deberán hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo 
anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
  
En mérito a lo expuesto, se  

 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de la 
demandante y de cada uno de los testigos que fueron decretados en la audiencia inicial de 
fecha 20 de febrero de 2020, a efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma 
virtual. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 
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jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
c03c1d6a06e22d3a056b3f398d2ebdadf573c641050db3ccf4e8bb185e601989 

Documento generado en 04/09/2020 04:03:54 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 

 
 
              
 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

Medio de Control: Reparación directa 

Radicación: 23-001-33-33-005-2018-00419 

Demandante: Ana Matilde Peña y otros 

Demandado: Nación- Mindefensa – Ejercito Nacional – 
Policía Nacional- Unidad para la Atención 

y Reparación Integral a las Victimas – 
UARIV- Departamento para la Prosperidad 

Social- DPS – Fondo de Vivienda, 
Departamento de Córdoba, Municipio de 

Montería.  

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En continuación de audiencia inicial llevada a cabo el día 5 de marzo de 2020 se decretaron 
pruebas testimoniales solicitadas por la parte demandante y se fijó el día 12 de junio de 
2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo la audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 
del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante, para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail, de los 
demandantes y de cada uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, 
a fin de que este pueda conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

esa misma forma deberán hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo 
anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
  
En igual sentido, se requerirá a los apoderados de las partes demandadas Departamento 
para la Prosperidad Social- DPS, Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Victimas – UARIV, Nación- Mindefensa –Policía Nacional, Fondo de Vivienda, y 
Departamento de Córdoba, para que aporten una dirección de correo electrónico 
perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. 
Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. En mérito a lo expuesto, se  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante, para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de los 
demandantes y de cada uno de los testigos que fueron decretados en la continuación de 
audiencia de inicial de fecha 5 de marzo de 2020, a efectos de llevar a cabo la audiencia 
de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: se requerirá a los apoderados de las partes demandadas Departamento para 
la Prosperidad Social- DPS, Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas – 
UARIV, Nación- Mindefensa –Policía Nacional, Fondo de Vivienda, y Departamento de 
Córdoba, para que aporten dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de 
Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le 
concede el término de cinco (5) días. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Reparación Directa 

RADICADO 23-001-33-33-005-2018-00616-00 

DEMANDANTE Tomas García Rengifo 

DEMANDADO Nación – Rama Judicial – INPEC 

LLAMADO EN GARANTIA La Previsora S.A 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia de pruebas llevada a cabo el día 27 de febrero de 2020 se decretaron pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandada y se fijó el día 8 de junio de 2020 a las 
08:30 A.M para llevar a cabo la audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del 
CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandada Nación-INPEC, para que aporte 
la dirección de correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o 
Gmail, del testigo que fue decretado en el presente proceso, a fin de que este pueda 
conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De esa misma forma deberán 
hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
  
En igual sentido, se requerirá a los apoderados de las partes demandadas Nación- Rama 
Judicial y Nación-INPEC, para que aporten una dirección de correo electrónico 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do


 
 
 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _40__el día 7/09/2020, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. 
Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. En mérito a lo expuesto, se  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandada Nación-INPEC, para que 
aporte la dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o 
Gmail del testigo que fue decretado en la audiencia de pruebas de fecha 27 de febrero de 
2020, a efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, 
se le concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: se requerirá a los apoderados de las partes demandadas Nación- Rama 
Judicial y Nación-INPEC, para que aporten dirección de correo electrónico perteneciente al 
dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. Para lo anterior, 
se le concede el término de cinco (5) días. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Reparación Directa 

RADICADO 23-001-33-33-005-2018-00643-00 

DEMANDANTE Arley David Bautista Diaz y Otros 

DEMANDADO Nación – Ministerio de Defensa Policía 
Nacional 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

  

CONSIDERACIONES  

 
Mediante providencia de fecha nueve (9) de diciembre de 2019 se fijó el día dieciséis (16) 
de marzo de dos mil veinte (2020) a las dos y treinta de la tarde (02:30 P.M), para llevar a 
cabo audiencia pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, en el presente proceso. 
Así mismo, se decretaron pruebas testimoniales solicitadas por la parte demandante.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el dieciséis (16) de 
marzo de 2020 hasta el 1 de julio de la misma anualidad, dicha audiencia no se pudo 
realizar.  
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo séptimo (7°) que las audiencias 
deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades 
judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en 
ellas deberá facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de 
manera virtual o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección correos electrónicos aportados en el proceso y se 
seguirá el protocolo que para tal efecto desarrollo la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, el cual puede ser consultado en el canal de YouTube de esta Unidad 
Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de pruebas, se requ al abogado 
de la parte demandante para que aporte la dirección de correo electrónico de cada uno de 
los testigos que fueron decretados en la audiencia inicial celebrada el día nueve (9) de 
diciembre de 2019 a efectos de recepcionar el testimonio de los mismos, con la indicación 
que cada uno deberá comparecer de manera separada. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
 
En mérito a lo expuesto, se  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante para que aporte la dirección 
de correo electrónico de cada uno de los testigos que fueron decretados en la audiencia 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do
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inicial celebrada el día nueve (9) de diciembre de 2019 a efectos de recepcionar el 
testimonio de los mismos, con la indicación que cada uno deberá comparecer de manera 
separada. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Reparación Directa 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00056-00 

DEMANDANTE Liliana Katrina Ríos Suarez  

DEMANDADO Nación – Rama Judicial, Nación – Fiscalía 
General de la Nación. 

LLAMADO EN GARANTIA Andrés Camilo Mercado Cabrales  

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia inicial llevada a cabo el día 27 de febrero de 2020 se decretaron las pruebas 
testimoniales solicitadas por el llamado en garantía. Así mismo, se fijó el día 1 de junio de 
2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 
del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail, de la 
demandante. Ahora, respecto de los testigos decretados por solicitud del llamado en 
garantía, en atención que estos trabajan en la Fiscalía, y que respecto de ellos, se habían 
librado oficios a dicha entidad para citarlos a la audiencia de pruebas, se requerirá tanto al 
apoderado del llamado en garantía como al apoderado de la Nación Fiscalía General de la 
Nación para que aporten la dirección de correo electrónico que deberá pertenecer al 
dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada uno de los testigos que fueron decretados en 
el presente proceso, a fin de que estos puedan conectarse virtualmente en forma 
independiente y separada. De esa misma forma deberán hacerlo los apoderados de las 
partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 

SIGCMA 

https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do
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En igual sentido, se requerirá al apoderado de la parte demandada Nación – Rama Judicial 
y Nación – Fiscalía General de la Nación, para que aporten una dirección de correo 
electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las 
audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. En mérito a lo 
expuesto, se  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de la 
demandante, a efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo 
anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: Requiérase al apoderado de la parte llamada en garantía y al apoderado de la 
Fiscalía General de la Nación, para que aporte la dirección de correo electrónico 
perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada uno de los testigos que fueron 
decretados en la audiencia inicial de fecha 27 de febrero de 2020, a efectos de llevar a cabo 
la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le concede el término de cinco 
(5) días. 
 
TERCERO: Requiérase al apoderado de la parte demandada Nación – Rama Judicial y 
Nación – Fiscalía General de la Nación, para que aporten dirección de correo electrónico 
perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para la realización de las audiencias. 
Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
2ec2c2d59f63b73a05d61281f356b4673d95ed31b5776182b3453ff22fa89cc9 

Documento generado en 04/09/2020 02:50:54 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 

 
 
              
 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Reparación Directa 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00070-00 

DEMANDANTE Jhon Jaider Rivas y Otros 

DEMANDADO Nación – Ministerio de Defensa Policía 
Nacional – Fiscalía General de la Nación 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia de pruebas llevada a cabo el día 18 de febrero de 2020 se decretaron pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandante y demandada y se fijó el día 15 de mayo 
de 2020 a las 09:00 A.M para llevar a cabo la audiencia de pruebas de que trata el artículo 
181 del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante y parte demandada para que 
aporten la dirección de correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, 
Outlook o Gmail, para cada uno de los testigos que fueron decretados en el presente 
proceso, a fin de que estos puedan conectarse virtualmente en forma independiente y 
separada. De esa misma forma deberán hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. 
Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
  
En igual sentido, se requerirá a los apoderados de las partes demandadas, para que 
aporten una dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 
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Gmail para la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de 
cinco (5) días. En mérito a lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante y parte demandada para que 
aporten la dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o 
Gmail de cada uno de los testigos que fueron decretados en la audiencia de pruebas de 
fecha 18 de febrero de 2020, a efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma 
virtual. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: Requiérase a los apoderados de las partes demandadas, para que aporten 
dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para 
la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre  del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS 

 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00082-00 

DEMANDANTE Javier Francisco Durango Villadiego 

DEMANDADO Nación -Min Educación –FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
Mediante auto de fecha 26 de febrero de 2020 se fijó el día dieciséis (16) de abril de dos mil veinte 
(2020) a las nueve y treinta de la mañana (09:30 A.M), para llevar a cabo audiencia inicial de que trata 
el artículo 180 del CPACA. Así mismo, se requirió a la abogada de la parte demandada, para que antes 
de la celebración de la audiencia inicial allegase al proceso copias de las escrituras de poder enviadas 
por correo electrónico, las cuales no habían podido ser descargadas, a fin de realizar reconocimiento 
de personería y tener por contestada la demanda.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, el Consejo 
Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-11519, 
PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-
11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-11556 y PCSJA20-11567, suspendió los 
términos judiciales desde el dieciséis (16) de marzo de 2020 hasta el primero (1°) de julio de la misma 
anualidad, dicha audiencia no se pudo realizar.  
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el Decreto 806 
de 20201, dentro del cual se dispuso en su artículo 12 que las excepciones previas en la jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 1002, 1013 y 
1024 del Código General del Proceso, y así mismo dispuso que las excepciones de cosa juzgada, 
caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva se 
tramitarán y decidirán en los términos señalados anteriormente. De igual forma, en el numeral 1° del 
artículo 13 ibídem señalo la obligación de dictar sentencia anticipada en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere 
necesario practicar pruebas, caso en el cual se debe correr traslado para alegar por escrito a las partes, 
y la sentencia se proferirá por escrito.   
 
Así las cosas, y teniendo de presente que la apoderada de la parte demandada, remitió vía correo 
electrónico, las escrituras correspondientes, se procederá a reconocerle personería y tener por 
contestada la demanda. En ese sentido, pese a encontrarse el proceso para reprogramar audiencia 
inicial, esta Unidad Judicial al revisar el expediente advierte que en la contestación de la demanda se 
propusieron como excepciones las siguientes: caducidad, prescripción, improcedencia de la indexación 
de la sanción moratoria y la genérica. Por lo cual, conforme a lo expuesto en precedencia, debe 
resolverse previo a la realización de la audiencia inicial las excepciones de caducidad y prescripción.  

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 
agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de 
traslado de la demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia, 2. Compromiso o cláusula compromisoria, 3. Inexistencia del demandante o del demandado., 4. Incapacidad o indebida 
representación del demandante o del demandado., 5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones., 6. No 
haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la 
calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar, 7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que 
corresponde, 8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto, 9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, 10. No haberse 
ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar, 11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada. 
3 ARTÍCULO 101. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE DE LAS EXCEPCIONES PREVIAS. Las excepciones previas se formularán en el término del traslado de la demanda en 
escrito separado que deberá expresar las razones y hechos en que se fundamentan. Al escrito deberán acompañarse todas las pruebas que se pretenda hacer valer y que 
se encuentren en poder del demandado. 
El juez se abstendrá de decretar pruebas de otra clase, salvo cuando se alegue la falta de competencia por el domicilio de persona natural o por el lugar donde ocurrieron 
hechos, o la falta de integración del litisconsorcio necesario, casos en los cuales se podrán practicar hasta dos testimonios. 
Las excepciones previas se tramitarán y decidirán de la siguiente manera: 
1. Del escrito que las contenga se correrá traslado al demandante por el término de tres (3) días conforme al artículo 110, para que se pronuncie sobre ellas y, si fuere el 
caso, subsane los defectos anotados. 
2. El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida continuar el trámite 
del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda al demandante. 
Cuando se requiera la práctica de pruebas, el juez citará a la audiencia inicial y en ella las practicará y resolverá las excepciones. 
Si prospera la de falta de jurisdicción o competencia, se ordenará remitir el expediente al juez que corresponda y lo actuado conservará su validez. 
Si prospera la de compromiso o cláusula compromisoria, se decretará la terminación del proceso y se devolverá al demandante la demanda con sus anexos. 
Si prospera la de trámite inadecuado, el juez ordenará darle el trámite que legalmente le corresponda. 
Cuando prospere alguna de las excepciones previstas en los numerales 9, 10 y 11 del artículo 100, el juez ordenará la respectiva citación. 
3. Si se hubiere corregido, aclarado o reformado la demanda, solo se tramitarán una vez vencido el traslado. Si con aquella se subsanan los defectos alegados en las 
excepciones, así se declarará. 
Dentro del traslado de la reforma el demandado podrá proponer nuevas excepciones previas siempre que se originen en dicha reforma. Estas y las anteriores que no 
hubieren quedado subsanadas se tramitarán conjuntamente una vez vencido dicho traslado. 
4. Cuando como consecuencia de prosperar una excepción sea devuelta la demanda inicial o la de reconvención, el proceso continuará respecto de la otra. 
4 ARTÍCULO 102. INOPONIBILIDAD POSTERIOR DE LOS MISMOS HECHOS. Los hechos que configuran excepciones previas no podrán ser alegados como causal de 
nulidad por el demandante, ni por el demandado que tuvo oportunidad de proponer dichas excepciones 
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http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#110
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#100


 
 
 

 
En ese orden, en primer lugar, respecto de la excepción de caducidad, aduce el apoderado que la 
parte actora contaba con un termino de 4 meses para presentar la demanda, contados a partir de la 
notificación de los actos administrativos demandados, lapso que señala se dejó correr sin instaurar el 
medio de control correspondiente, por lo que, indica que operó el fenómeno de la caducidad.  
 
Respecto de la anterior, la parte actora descorrió traslado señalando que al estar demandándose un 
acto ficto se debe aplicar lo señalado por el literal d del numeral 1 del artículo 164 del CPACA, en el 
sentido que los actos producto del silencio administrativo se pueden demandar en cualquier tiempo.  
 
Así pues, se tiene que el literal d del numeral 1 del artículo 164 del CPACA indica que la demanda se 
podrá presentar en cualquier tiempo cuando sea producto del silencio administrativo, que es una de las 
pretensiones dentro del proceso bajo estudio. En igual sentido, la apoderada de la entidad demandada 
tampoco aporta prueba que dé cuenta de la no configuración de silencio administrativo por respuesta 
a la petición presentada por el demandante. Por lo que se declara no probada la excepción de 
“caducidad”.  
 
Ahora, en lo que atañe a la excepción de prescripción, aduce el apoderado que la sanción moratoria 
es prescriptible y se le aplica lo previsto en el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social el cual establece que las acciones que emanen de leyes sociales prescribirán en tres 
años desde su reclamación. 
 
La parte actora descorrió el traslado señalando que en el expediente se encuentra probado desde que 
momento se hizo exigible el derecho reclamado, es decir la fecha desde que realizó el pago 
extemporáneo de las cesantías al docente y que hasta la presentación de la petición no trascurrieron 
más de tres años, el cual es el término para la prescripción de los derechos, por ende, no se configura 
tal excepción.  
 
Sobre este tema, es de señalar que la sanción o indemnización moratoria está sometida al fenómeno 
de la prescripción extintiva y la fecha desde la cual procede la reclamación por la mora en la 
consignación de las cesantías parciales o definitivas es a partir del momento en que se hizo exigible, 
es decir a partir del día en que se generó el incumplimiento o tardanza, que para el caso es el día 
siguiente al vencimiento del término con que la entidad contaba para realizar el pago o consignación. 
En consecuencia, los plazos establecidos para el inicio de la causación de la sanción moratoria 
conforme el caso concreto se deben contabilizar de la siguiente forma: 
 

TERMINO FECHA 

Fecha de la reclamación de las 
cesantías parciales  

15 de marzo de 2016 

Vencimiento del termino para 
el reconocimiento – 15 días 
(Art. 4 Ley 1071 de 2006) 

8 de abril de 2016 

Vencimiento del término de 
ejecutoria  - 10 días (Arts. 76 y 
87 del CPACA).  

22 de abril de 2016 

Vencimiento del término para 
el pago – 45 días (Art. 5 Ley 
1071 de 2006).   

29 de junio de 2016 

 
Revisado lo anterior, se observa que los quince días con los que contaba la entidad para expedir 
el acto de reconocimiento de cesantías definitivas tenía como fecha límite el día 8 de abril de 
2016, no obstante, este solo se expidió 1 mes y 12 días después del término contenido en el artículo 
4° de la Ley 1071 de 2006. En ese orden, queda claro igualmente que la entidad tenía hasta el día 29 
de junio de 2016 para realizar el pago, por ello, se debe entender que la parte interesada contaba con 
tres años a partir de esa fecha para realizar la reclamación respectiva, esto es hasta el 30 de junio de 
2019, y dado que radicó la solicitud de reconocimiento ante la administración el día 1 de junio de 20185, 
se concluye que fue presentada dentro de tiempo, y que en este caso no opero la prescripción de los 
derechos alegados, por lo que se declarará no probada la excepción de prescripción.  
 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para realización de audiencia inicial, advierte 
el Despacho que conforme el numeral 1° del artículo 13 del Decreto 806 de 2020 se podrá dictar 
sentencia anticipada cuando se trate de un asunto de puro derecho o no fuere necesario practicar 
pruebas. En virtud de lo anterior, y por economía procesal el Despacho procederá a estudiar la solicitud 
de pruebas realizadas en aras a determinar si se cumple con los requisitos para dictar sentencia 
anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandante no realizó solicitud de pruebas. La parte demandada 
solicita que se oficie a la Fiduprevisora – Oficina Procesos Judiciales Fomag para que informe la fecha 
en que se puso a disposición el dinero por concepto de cesantías para efectos de determinar si hubo 
mora en el pago de las mismas. Solicitud que se negará teniendo en cuenta que la parte demandante 
aportó certificado obrante a folio 19 del expediente donde la Fiduprevisora indica la fecha en que se 
puso a disposición el dinero por concepto de cesantías definitivas a favor del demandante.  

                                            
5 Fl. 20 
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En consecuencia, al tratarse de un asunto de puro derecho en el cual no hay pruebas que practicar 
esta Unidad Judicial se abstendrá de fijar fecha para realización de audiencia inicial, y una vez 
ejecutoriada esta providencia dispondrá la presentación por escrito de los alegatos de conclusión de 
las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien lo tiene, dentro de los diez (10) días 
siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior se dictará sentencia anticipada por escrito. 
En mérito a lo expuesto, se  

RESUELVE: 
PRIMERO: Ténganse por contestada la demanda por parte de la Nación – Ministerio de Educación - 
FNPSM 
 
SEGUNDO: Declárese no probadas las excepciones de caducidad y prescripción, conforme a lo 
expuesto en la parte considerativa.  
 
TERCERO: Niéguese la solicitud de pruebas realizada por la parte demandada, conforme a lo expuesto 
en precedencia.  
 
CUARTO: Absténgase de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el artículo 180 
del CPACA, por lo expuesto en precedencia 
 
QUINTO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del Ministerio 
Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de conclusión por escrito. 
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos identificado con 
la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del C.S. de la J, como 
apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido; y a la abogada Angie María Alfonso 
Bonilla identificada con la cédula de ciudadanía N° 1.032.475.894 y portadora de la T.P. No. 317.155 
del C.S. de la J, como apoderada sustituta en los términos de la sustitución realizada.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

Medio de Control: Reparación directa 

Radicación: 23-001-33-33-005-2019-00027 

Demandante: Esperanza de Jesús ángel y Otros 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejercito 
Nacional 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En continuación de audiencia inicial llevada a cabo el día 25 de febrero de 2020 se 
decretaron pruebas testimoniales solicitadas por la parte demandante y se fijó el día 28 de 
mayo de 2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo la audiencia de pruebas de que trata el 
artículo 181 del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante, para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail, de cada 
uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, a fin de que estos puedan 
conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De esa misma forma deberán 
hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
  
En igual sentido, se requerirá al apoderado de la parte demandante, para que aporte una 
dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 
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la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
En mérito a lo expuesto, se  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante, para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada uno de 
los testigos que fueron decretados en la audiencia de inicial de fecha 25 de febrero de 2020, 
a efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le 
concede el término de cinco (5) días. 
 
SEGUNDO: se requerirá al apoderado de la parte demandante, para que aporte una 
dirección de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail para 
la realización de las audiencias. Para lo anterior, se le concede el término de cinco (5) días. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 
AUTO REQUIERE  

 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00130-00 

DEMANDANTE Genaro Alfonso Cesar Merlano 

DEMANDADO ESE Hospital San Andrés Apóstol 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
En audiencia inicial llevada a cabo el día 30 de enero de 2020 se decretaron las pruebas 
testimoniales solicitadas por la parte demandante y el interrogatorio de parte solicitado por 
la parte demandada y se fijó el día 4 de mayo de 2020 a las 08:30 A.M para llevar a cabo 
audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, en el presente proceso.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, 
el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-
11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-
11556 y PCSJA20-11567, suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo de 2020 
hasta el 1° de julio de la misma anualidad, y posteriormente, el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Córdoba el 12 de julio de 2020 mediante Acuerdo No. CSLCOA20-49 ordenó 
el cierre extraordinario de los Juzgados Administrativos del Circuito de Montería, el cual fue 
prorrogado hasta el 31 de julio de 2020 mediante Acuerdos No. CSJCOA20-51 y 
CSJCOA20-56, dicha audiencia no se pudo realizar. 
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el 
Decreto 806 de 20201, dentro del cual dispuso en su artículo 7° que las audiencias deberán 
realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o 
por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual 
o telefónica.  
 
Así las cosas, esta Unidad Judicial en cumplimiento al anterior decreto realizará la audiencia 
de pruebas a través de los medios electrónicos dispuestos para tal fin, concretamente a 
través del aplicativo Microsoft Teams, para lo cual enviará la respectiva invitación para la 
audiencia a los abogados a la dirección de correos electrónicos aportados en el proceso y 
se seguirá el protocolo de audiencias diseñado para ese fin por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo de Córdoba, el cual puede ser consultado en el canal de 
YouTube de esta Unidad Judicial2. Sin embargo, previo a reprogramar la audiencia de 
pruebas, se requerirá al abogado de la parte demandante para que aporte la dirección de 
correo electrónico que deberá pertenecer al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada 
uno de los testigos que fueron decretados en el presente proceso, a fin de que estos puedan 
conectarse virtualmente en forma independiente y separada. De esa misma forma deberán 
hacerlo los apoderados de las partes en el proceso. Para lo anterior, se le concede el 
término de cinco (5) días. 
  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Requiérase al apoderado de la parte demandante para que aporte la dirección 
de correo electrónico perteneciente al dominio de Hotmail, Outlook o Gmail de cada uno de 
los testigos que fueron decretados en la audiencia inicial de fecha 30 de enero de 2020, a 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 https://www.youtube.com/watch?v=zBohqO_I1Do 
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efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas en forma virtual. Para lo anterior, se le 
concede el término de cinco (5) días. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS 
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00149-00 

DEMANDANTE Nubia Esther Pinto Macea 

DEMANDADO Nación -Min Educación –FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 
Mediante auto de fecha 26 de febrero de 2020 se fijó el día treinta y uno (31) de marzo de dos mil veinte 
(2020) a las tres de la tarde (03:00 P.M), para llevar a cabo audiencia inicial de que trata el artículo 180 
del CPACA. Así mismo, se requirió a la abogada de la parte demandada, para que antes de la 
celebración de la audiencia inicial allegase al proceso copias de las escrituras de poder enviadas por 
correo electrónico, las cuales no habían podido ser descargadas, a fin de realizar reconocimiento de 
personería y tener por contestada la demanda.  
 
Ahora bien, como quiera en virtud de la emergencia sanitaria vivida en el territorio nacional, el Consejo 
Superior de la Judicatura mediante Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-11519, 
PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20- 11529, PCSJA20-
11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-11556 y PCSJA20-11567, suspendió los 
términos judiciales desde el dieciséis (16) de marzo de 2020 hasta el primero (1°) de julio de la misma 
anualidad, dicha audiencia no se pudo realizar.  
 
En ese mismo sentido, el Presidente de la Republica el cuatro (4) de junio hogaño dictó el Decreto 806 
de 20201, dentro del cual se dispuso en su artículo 12 que las excepciones previas en la jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 1002, 1013 y 
1024 del Código General del Proceso, y así mismo dispuso que las excepciones de cosa juzgada, 
caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva se 
tramitarán y decidirán en los términos señalados anteriormente. De igual forma, en el numeral 1° del 
artículo 13 ibídem señalo la obligación de dictar sentencia anticipada en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere 
necesario practicar pruebas, caso en el cual se debe correr traslado para alegar por escrito a las partes, 
y la sentencia se proferirá por escrito.   
 
Así las cosas, y teniendo de presente que la apoderada de la parte demandada, remitió vía correo 
electrónico, las escrituras correspondientes, se procederá a reconocerle personería y tener por 
contestada la demanda. En ese sentido, pese a encontrarse el proceso para reprogramar audiencia 
inicial, ésta Unidad Judicial al revisar el expediente advierte que en la contestación de la demanda se 
propusieron como excepciones las siguientes: caducidad, prescripción, improcedencia de la indexación 

                                            
1 Decreto 806 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 
agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica" 
2 ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de 
traslado de la demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia, 2. Compromiso o cláusula compromisoria, 3. Inexistencia del demandante o del demandado., 4. Incapacidad o indebida 
representación del demandante o del demandado., 5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones., 6. No 
haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la 
calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar, 7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que 
corresponde, 8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto, 9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, 10. No haberse 
ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar, 11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada. 
3 ARTÍCULO 101. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE DE LAS EXCEPCIONES PREVIAS. Las excepciones previas se formularán en el término del traslado de la demanda en 
escrito separado que deberá expresar las razones y hechos en que se fundamentan. Al escrito deberán acompañarse todas las pruebas que se pretenda hacer valer y que 
se encuentren en poder del demandado. 
El juez se abstendrá de decretar pruebas de otra clase, salvo cuando se alegue la falta de competencia por el domicilio de persona natural o por el lugar donde ocurrieron 
hechos, o la falta de integración del litisconsorcio necesario, casos en los cuales se podrán practicar hasta dos testimonios. 
Las excepciones previas se tramitarán y decidirán de la siguiente manera: 
1. Del escrito que las contenga se correrá traslado al demandante por el término de tres (3) días conforme al artículo 110, para que se pronuncie sobre ellas y, si fuere el 
caso, subsane los defectos anotados. 
2. El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida continuar el trámite 
del proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido oportunamente, declarará terminada la actuación y ordenará devolver la demanda al demandante. 
Cuando se requiera la práctica de pruebas, el juez citará a la audiencia inicial y en ella las practicará y resolverá las excepciones. 
Si prospera la de falta de jurisdicción o competencia, se ordenará remitir el expediente al juez que corresponda y lo actuado conservará su validez. 
Si prospera la de compromiso o cláusula compromisoria, se decretará la terminación del proceso y se devolverá al demandante la demanda con sus anexos. 
Si prospera la de trámite inadecuado, el juez ordenará darle el trámite que legalmente le corresponda. 
Cuando prospere alguna de las excepciones previstas en los numerales 9, 10 y 11 del artículo 100, el juez ordenará la respectiva citación. 
3. Si se hubiere corregido, aclarado o reformado la demanda, solo se tramitarán una vez vencido el traslado. Si con aquella se subsanan los defectos alegados en las 
excepciones, así se declarará. 
Dentro del traslado de la reforma el demandado podrá proponer nuevas excepciones previas siempre que se originen en dicha reforma. Estas y las anteriores que no 
hubieren quedado subsanadas se tramitarán conjuntamente una vez vencido dicho traslado. 
4. Cuando como consecuencia de prosperar una excepción sea devuelta la demanda inicial o la de reconvención, el proceso continuará respecto de la otra. 
4 ARTÍCULO 102. INOPONIBILIDAD POSTERIOR DE LOS MISMOS HECHOS. Los hechos que configuran excepciones previas no podrán ser alegados como causal de 
nulidad por el demandante, ni por el demandado que tuvo oportunidad de proponer dichas excepciones 
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de la sanción moratoria y la genérica. Por lo cual, conforme a lo expuesto en precedencia, debe 
resolverse previo a la realización de la audiencia inicial las excepciones de caducidad y prescripción.  
 
En ese orden, en primer lugar, respecto de la excepción de caducidad, aduce el apoderado que la 
parte actora contaba con un término de 4 meses para presentar la demanda, contados a partir de la 
notificación de los actos administrativos demandados, lapso que señala se dejó correr sin instaurar el 
medio de control correspondiente, por lo que, indica que operó el fenómeno de la caducidad.  
 
Respecto de la anterior, la parte actora descorrió el traslado señalando que al estar demandándose un 
acto ficto se debe aplicar lo señalado por el literal d del numeral 1 del artículo 164 del CPACA, en el 
sentido que los actos producto del silencio administrativo se pueden demandar en cualquier tiempo.  
 
Así pues, se tiene que el literal d del numeral 1 del artículo 164 del CPACA indica que la demanda se 
podrá presentar en cualquier tiempo cuando sea producto del silencio administrativo, que es una de las 
pretensiones dentro del proceso bajo estudio. En igual sentido, la apoderada de la entidad demandada 
tampoco aporta prueba que dé cuenta de la no configuración de silencio administrativo por respuesta 
a la petición presentada por el demandante. Por lo que se declara no probada la excepción de 
“caducidad”.  
 
Ahora, referente a la excepción de prescripción, aduce el apoderado que la sanción moratoria es 
prescriptible y se le aplica lo previsto en el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social el cual establece que las acciones que emanen de leyes sociales prescribirán en tres 
años desde su reclamación. 
 
La parte actora descorrió el traslado, señalando que se encuentra probado en el expediente desde que 
momento se hizo exigible el derecho reclamado, es decir la fecha desde que realizó el pago 
extemporáneo de las cesantías al docente y que hasta la presentación de la petición no trascurrieron 
más de tres años, el cual es el término para la prescripción de los derechos, por ende, no se configura 
tal excepción.  
 
Sobre este tema, es de señalar que la sanción o indemnización moratoria está sometida al fenómeno 
de la prescripción extintiva y la fecha desde la cual procede la reclamación por la mora en la 
consignación de las cesantías parciales o definitivas es a partir del momento en que se hizo exigible, 
es decir a partir del día en que se generó el incumplimiento o tardanza, que para el caso es el día 
siguiente al vencimiento del término con que la entidad contaba para realizar el pago o consignación. 
En consecuencia, los plazos establecidos para el inicio de la causación de la sanción moratoria 
conforme el caso concreto se deben contabilizar de la siguiente forma: 
 

TERMINO FECHA 

Fecha de la reclamación de las 
cesantías parciales  

1 de diciembre de 2016 

Vencimiento del termino para 
el reconocimiento – 15 días 
(Art. 4 Ley 1071 de 2006) 

23 de diciembre de 2016 

Vencimiento del término de 
ejecutoria  - 10 días (Arts. 76 y 
87 del CPACA).  

6 de enero de 2017 

Vencimiento del término para 
el pago – 45 días (Art. 5 Ley 
1071 de 2006).   

13 de marzo de 2017 

 
Así las cosas, como la entidad contaba hasta el día 13 de marzo de 2017 para realizar el pago, se debe 
entender que la parte interesada contaba con tres años para realizar la reclamación respectiva a partir 
de esa fecha, esto es hasta el 14 de marzo de 2020, y dado que radicó la solicitud de reconocimiento 
ante la administración el día 11 de abril de 20185, se concluye que fue presentada dentro de tiempo, y 
que en este caso no opero la prescripción de los derechos alegados, por lo que se declarará no probada 
la excepción de prescripción.  
 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para realización de audiencia inicial, advierte 
el Despacho que conforme el numeral 1° del artículo 13 del Decreto 806 de 2020 se podrá dictar 
sentencia anticipada cuando se trate de un asunto de puro derecho o no fuere necesario practicar 
pruebas. En virtud de lo anterior, y por economía procesal el Despacho procederá a estudiar la solicitud 
de pruebas realizadas en aras a determinar si se cumple con los requisitos para dictar sentencia 
anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandante no realizó solicitud de pruebas. La parte demandada 
solicita que se oficie a la Fiduprevisora – Oficina Procesos Judiciales Fomag para que informe la fecha 
en que se puso a disposición el dinero por concepto de cesantías para efectos de determinar si hubo 
mora en el pago de las mismas. Solicitud que se negará toda vez que la parte demandante aportó 
comprobante de pago (fl. 19) en donde se relaciona la fecha del pagó de las cesantías parciales del 
demandante.    
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En consecuencia, al tratarse de un asunto de puro derecho en el cual no hay pruebas que practicar 
esta Unidad Judicial se abstendrá de fijar fecha para realización de audiencia inicial, y una vez 
ejecutoriada esta providencia dispondrá la presentación por escrito de los alegatos de conclusión de 
las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien lo tiene, dentro de los diez (10) días 
siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior se dictará sentencia anticipada por escrito. 
Por lo expuesto se, 

RESUELVE: 
PRIMERO: Ténganse por contestada la demanda por parte de la Nación – Ministerio de Educación - 
FNPSM 
 
SEGUNDO: Declárese no probadas las excepciones de caducidad y prescripción, conforme a lo 
expuesto en la parte considerativa.  
 
TERCERO: Niéguese la solicitud de pruebas realizada por la parte demandada, conforme a lo expuesto 
en precedencia.  
 
CUARTO: Absténgase de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el artículo 180 
del CPACA, por lo expuesto en precedencia 
 
QUINTO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del Ministerio 
Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de conclusión por escrito. 
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos identificado con 
la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del C.S. de la J, como 
apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido; y a la abogada Angie María Alfonso 
Bonilla identificada con la cédula de ciudadanía N° 1.032.475.894 y portadora de la T.P. No. 317.155 
del C.S. de la J, como apoderada sustituta en los términos de la sustitución realizada.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 
 Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 

AUTO RESUELVE LLAMAMIENTO EN GARANTIA  
 

MEDIO DE CONTROL Reparación Directa 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00189 

DEMANDANTE Luz Marina Polo Serpa y Otros  

DEMANDADO Nación – Ministerio de Defensa -Policía 
Nacional y Clínica Central OHL LTDA 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 
  

CONSIDERACIONES  
 

Mediante auto de fecha 30 de octubre de 2019, se resolvió sobre el llamamiento en garantía 
realizado por parte la Clínica OHL LTDA hacia la sociedad Liberty Seguros S.A. Sin embargo, 
advierte el Despacho que la anterior entidad demandada, también realizó solicitud de 
llamamiento en garantía en escrito separado a la contestación de la demanda hacia la Previsora 
S.A y la Policía Metropolitana San Jerónimo de Montería Área de Sanidad y/o Dirección de 
Sanidad Policía Nacional, sobre los cuales el Despacho no se ha pronunciado, por lo que se 
decide sobre ello. 
 
En ese sentido, se tiene que la entidad demandada Clinica OHL LTDA en escritos presentados 
el 1 de octubre de 2019 dentro del término de traslado de la demanda (artículo 172 del CPACA), 
el cual fue ampliado por 30 días más mediante auto de fecha treinta (30) de octubre de 2019  a 
efectos de que ésta presentara dictamen pericial anunciado con la contestación, el cual fue 
aportado el día 16 de diciembre de 2019,  dentro del término que le fue concedido, solicitó 
llamamiento en  garantía a la PREVISORA S.A y la Policía Metropolitana San Jerónimo de 
Montería Área de Sanidad y/o Dirección de Sanidad Policía Nacional.  
 
El llamamiento en garantía es una figura jurídica regulada para esta jurisdicción en el artículo 
225 de la Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo - CPACA), que a letra dice: 

 
“Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio 
que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado se la 
sentencia, podrá pedir la citación de aquél, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 
 
El llamado, dentro del término de que disponga para responder el llamamiento que será de quince (15) 
días, podrá, a su vez, pedir la citación de un tercero en la misma forma que el demandante o 
demandado.…” 

 
De la norma transcrita se infiere que, para que sea procedente el llamamiento en garantía es 
necesario que entre la parte o persona citada al proceso y aquella a quien se cita en calidad de 
llamada exista una relación de orden legal o contractual que permita que esta sea vinculada al 
proceso y sea obligada a resarcir un perjuicio o a efectuar un pago que será impuesto al 
llamante en la sentencia que decida el proceso. 
 
Ahora, en relación a la posibilidad de poder llamar en garantía a quien ha sido demandado 
dentro de la misma causa en la cual se pretende su vinculación. Se hace necesario señalar que, 
respecto del trámite y alcance de la intervención de litisconsortes, otras partes y terceros, como 
lo es un llamado en garantía, el artículo 227 del CPACA consagra “En lo no regulado en este 
Código sobre la intervención de terceros se aplicarán las normas del Código de Procedimiento 
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Civil” remisión que debe entenderse respecto del actual Código General del Proceso. Así las 
cosas, los artículos 64 y 66 del CGP nos indica 

 
Artículo 64. Llamamiento en garantía. Quien afirmé tener derecho legal o contractual a exigir de otro la 
indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que 
hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el proceso que promueva o se le promueva, o quien 
de acuerdo con la ley sustancial tenga derecho al saneamiento por evicción, podrá pedir, en la demanda 
o dentro del término para contestarla, que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 
(...) 
Artículo 66. Trámite. Si el juez halla procedente el llamamiento, ordenará notificar personalmente al 
convocado y correrle traslado del escrito por el término de la demanda inicial. Si la notificación no se logra 
dentro de los seis (6) meses siguientes, el llamamiento será ineficaz. La misma regla se aplicará en el 
caso contemplado en el inciso segundo del artículo anterior. 
 
El llamado en garantía podrá contestar en un solo escrito la demanda y el llamamiento, y solicitar las 
pruebas que pretenda hacer valer. 
En la sentencia se resolverá, cuando fuere pertinente, sobre la relación sustancial aducida, y acerca de 
las indemnizaciones o restituciones a cargo del llamado en garantía. 
Parágrafo. No será necesario notificar personalmente el auto que admite el llamamiento cuando el 
llamado actúe en el proceso como parte o como representante de alguna de las partes (se resalta). 

 
En igual sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado en auto de fecha 20 de 
septiembre de 2017 al respecto indicó:  
 
“Sobre este aspecto en particular la Sala ya se había pronunciado en el sentido de que si contra el 
demandado existe prueba —legal o contractual— que dé lugar a vincularlo también como llamado en 
garantía, nada obstaría para que una y otras relaciones sustanciales: demandado y llamado en garantía, 
sean resueltas; por el juez de conocimiento en una misma providencia. En esa oportunidad precisó:  
 
“La Sala estima que, aun siendo ambos demandados, si existiera prueba de un derecho —legal o 
contractual— del Banco de la República a exigirle al Popular el reembolso del monto al que resultare 
condenado, nada obstaría para que el primero llamara en garantía al segundo, con el fin de que el juez 
decidiera, en la misma sentencia, esa otra relación sustancial entre llamado y llamante, diferente e 
independiente de la que habría entre cada uno de ellos —en su calidad de demandados—”1 

 
Así las cosas, es claro que quien ha sido demandado en un proceso también puede ser llamado 
en garantía cuando contra el demandado existe prueba legal o contractual que dé lugar a su 
vinculación en tal calidad.  

 
De otra parte, el llamamiento requiere la existencia de una relación jurídico sustancial diferente 
a la que es objeto de las pretensiones contenidas en la demanda aunque entre ambas exista 
una dependencia necesaria, que resulta cuando se produzca sentencia de condena, en donde 
habrá lugar a estudiar si el llamado debe asumir en virtud de la garantía existente las 
obligaciones conocidas de la condena.  
 
Dicha figura establece ciertos requisitos conforme al artículo 225 del CPACA, los cuales debe 
contener el escrito que la solicite, a saber: 

1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede comparecer por sí al proceso. 
2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de su habitación u oficina 

y los de su representante, según fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo 
juramento, que se entiende prestado por la sola presentación del escrito. 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de derecho que se invoquen. 
4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento y su apoderado recibirán 

notificaciones personales. 

Sobre el llamamiento en garantía el Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Subsección, señaló2:  
 

                                            
1 Auto 2014-00128/53391 de septiembre 20 De 2017, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección “B” Consejero Ponente: Dr. Danilo Rojas Betancourth. Exp.: 53391. Rad.: 730012333000201400128 01 
2 Auto de 13 de agosto de 2012, CP: Jaime Orlando Santofino Gamboa, Radicación19001-23-31-000-2011-00158-01 (43058) 
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“Esta institución encuentra su razón de ser en el principio de economía procesal, ya que dentro de la 
misma actuación que se adelanta con motivo de la Litis trabada entre demandante y demandado es 
posible decidir si se reúnen las condiciones para que, en virtud del vínculo jurídico invocado por quien 
llama en garantía, el tercero deba responder por las condenas impuestas a este. Se trata, entonces, de 
la configuración de dos relaciones jurídico-procesales distintas dentro del mismo proceso, una principal 
entre el demandante y el demandado, y otra eventual entre el demandado y el tercero llamado en 
garantía”. 

 
 
Respecto del llamamiento en garantía realizado por la Clínica OHL LTDA a la PREVISORA S.A, 
ésta aportó póliza de responsabilidad civil No. 10019123, la cual tiene por objeto amparar la 
responsabilidad civil propia de la clínica, Hospital y/u otro tipo de establecimientos o 
instituciones médicas bajo las limitaciones y exclusiones descritas en el clausulado general, 
incluyendo predios, labores y operaciones, además de la responsabilidad civil en que incurra la 
entidad asegurada exclusivamente como consecuencia de cualquier “acto médico” derivado de 
la prestación de servicios profesiones de atención de atención en la salud de las personas, de 
eventos ocurridos durante la vigencia de la presente póliza”. Por lo que, el Despacho constata 
que en efecto se celebró contrato de seguro de responsabilidad civil, póliza de responsabilidad 
civil No. 1001912 entre las partes.  
 
En lo referente, al llamamiento en garantía  realizado a la Policía Metropolitana San Jerónimo 
de Montería Área de Sanidad y/o Dirección de Sanidad Policía Nacional, ésta aportó los 
contratos PN ARSAN MEMOT No. 92-7.20091-15 del veintiuno (21) de octubre de 20154, PN 
ARSAN MEMOT No. 92-7-20074-16 del veintidós (22) de septiembre de 20165 y PN ARSAN 
MEMOT No. 92-7-20067-18 del 18 de septiembre de 20186, los cuales tenían por objeto “la 
prestación de los servicios de salid de II, III y IV nivel de complejidad, y aquellos que por 
necesidad del servicio se requieran y estén contemplados en el portafolio de servicio ofrecido 
para la atención de urgencia, hospitalización y servicios ambulatorios, que incluya todas las 
actividades, intervenciones, procedimientos, ayudas diagnósticas y terapéuticas, 
medicamentos, insumos, con el fin de garantizar las atenciones que requieran los afiliados y 
beneficiarios del Subsistema de Salud de la Policía Nacional – Área de Sanidad Córdoba, en 
cumplimiento al Decreto 1795 de 2000.(…)” los cuales fueron suscritos entre la Policía 
Metropolitana de Montería y la Clínica Central OHL. Por lo que, acorde con la normatividad y 
jurisprudencia previamente decantada, pese a que la Nación – Ministerio de Defensa – Policía 
Nacional, ya se encuentra vinculada al proceso como parte demandada, se tornaría procedente 
el llamamiento en garantía realizado en atención de la relación contractual existente entre 
dichas entidades, la cual fue debidamente acreditada a través de los contratos previamente 
reseñados.  
 
Finalmente, conforme al parágrafo del artículo 66 del CGP y teniendo en cuenta que ya la 
Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional se encuentra vinculada al proceso no es 
necesario realizar la notificación personal, sino que la notificación se hará por estado, y la 
entidad llamada tiene el derecho a responder en el término que le otorga el artículo 225 del 
CPACA.   En mérito de lo expuesto el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial 
de Montería;  

RESUELVE 
 
PRIMERO: Admítase el llamamiento en garantía formulado por el Clínica Central OHL LTDa, 
respecto de la Previsora S.A Compañía de Seguros NIT 860.002.400-2 y la Nación – Ministerio 
de Defensa – Policía Nacional, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: Notifíquese a la entidad Previsora S.A Compañía de Seguros NIT 860.002.400-2.  
para que ejerzan su derecho de defensa en los términos señalados en el artículo 199 y 225 del 
C.P.A.C.A. 
 

                                            
3 Fl. 542 a 549 
4 Fl. 397 a 434 
5 Fl. 354 a 396 
6 Fl. 435 a 518 
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TERCERO: Notifíquese por estado a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, para 
que ejerzan su derecho de defensa en los términos del art. 225 del CPACA. 
 
CUARTO: Se advierte que si la notificación no se realiza dentro de los 6 meses siguientes a la 
notificación por estado de esta providencia, el llamamiento será ineficaz respecto de la 
Previsora S.A (artículo 66 del Código General del Proceso) y se continuará con la siguiente 
etapa procesal. 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

JUEZA 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
AUTO NIEGA CONCESIÓN RECURSO DE APELACIÓN 

 
Montería, cuatro (4) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 

Medio de Control: Reparación Directa       

Expediente: 23 001 33 33 005 2019 00449 00 

Demandante: Luz Edith Padilla Marin y otros                         

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejercito 
Nacional, Policía Nacional        

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede previas las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES: 
 

Mediante providencia de fecha 18 de diciembre de 2019, esta unidad judicial ordenó la 
desacumulacion de demandas y el desglose de documentos en el presente proceso. Como 
consecuencia de lo anterior, el apoderado de la parte demandante presentó memorial 
manifestando su desacuerdo con la decisión adoptada. En atención a lo anterior, mediante 
providencia de fecha 29 de enero de 2020, el Despacho le dio tramite al memorial 
presentado como recurso de reposición y procedió a ordenar que se diera traslado del 
mismo. Posteriormente, mediante providencia de fecha 5 de marzo hogaño, se resolvió 
denegar por extemporáneo el recurso de reposición. Ahora, el apoderado de la parte 
demandante mediante memorial radicado via correo electrónico el día 11 de marzo de 2020, 
presentó recurso de apelación contra la providencia de fecha 6 de marzo hogaño.  
 
En ese orden de ideas, si bien el apoderado indica que presenta recurso de apelación contra 
providencia de fecha 6 de marzo hogaño, es de señalar en primer lugar, que la providencia 
recurrida es de fecha 5 de marzo de 2020. En segundo lugar, al revisar los argumentos 
esgrimidos, advierte el despacho que estos no estan dirigidos contra el auto de fecha 5 de 
marzo, sino contra la providencia de fecha 19 de diciembre de 2019, que decretó la 
desacumulacion de procesos. En tercer lugar, se tiene que el recurso de apelación 
presentado esta dirigido contra un auto que resuelve un recurso de reposición. En ese 
sentido, el articulo 243 del CPACA regula expresamente que autos son apelables, así:   
 

ARTÍCULO 243. APELACIÓN.  Son apelables las sentencias de primera instancia de los 
Tribunales y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma 
instancia por los jueces administrativos: 
 
1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y 
desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá ser interpuesto 
por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 
7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente. 
(…) 
PARÁGRAFO. La apelación solo procederá de conformidad con las normas del presente Código, 
incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el procedimiento civil. 

 
Así las cosas, es claro que el auto que resuelve un recurso de reposición no esta 
contemplado dentro de aquellos contra los cuales procede el recurso de apelación. Aunado 
a lo anterior, se hace necesario señalar que el artículo 242 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, establece  en cuanto a la oportunidad y 
trámite del recurso de reposición se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento 
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Civil, debiéndose en consecuencia aplicar el Código General del Proceso, actualmente 
vigente, en ese sentido el artículo 318 del CGP establece:  
 

ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma en contrario, el recurso de 
reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no 
susceptibles de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 
para que se reformen o revoquen. 
(…) 
El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga 
puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse los recursos 
pertinentes respecto de los puntos nuevos. 

 
En ese sentido, al estudiar el auto de fecha 5 de marzo de 2020, el Despacho observa que 
en este se negó por extemporáneo el recurso de reposición. Por tanto, es claro que no 
estamos ante el supuesto contemplado en el artículo 318 del CGP referente a que hayan 
quedado puntos no decididos, por lo que, contra dicho auto no procede recurso alguno. En 
consecuencia, el despacho negará la concesión del recurso interpuesto por improcedente. 
En mérito de lo expuesto se,  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Negar la concesión del recurso de apelación presentado por el apoderado de 
la parte actora contra la providencia de fecha 5 de marzo de 2020, por improcedente, de 
acuerdo a lo expuesto. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

MEDIO DE CONTROL:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

EXPEDIENTE Nº:  230013333005-2020-00151 

DEMANDANTE:  Jorge Luis Pérez Martínez  

DEMANDADO:  Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-
UGPP. 

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 
162 y siguientes de la ley 1437 de 2011, se ordena su admisión por ser procedente. En mérito de 
lo expuesto el Juzgado Quito Administrativo del Circuito Judicial de Montería,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: ADMÍTASE la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho instaurada por el señor Jorge Luis Pérez Martínez contra la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social-UGPP-, por encontrarse ajustada a derecho. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante 
legal de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 
de la Protección Social-UGPP, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica y al señor Agente del 
Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial, conforme el artículo 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012.  
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a las 
entidades demandadas, y al señor Agente del Ministerio Público, por el término de treinta (30) 
días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 2011. Se advierte a 
la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del periodo común 
de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio 
de 2012 (CGP). De igual forma, al momento de surtirse la notificación personal, deberán 
atenderse las disposiciones normativas contenidas en el artículo 8° del Decreto 806 del 04 de 
junio de 2020 en los aspectos que sean procedentes. 
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la 
Ley 1437 de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes 
documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo 
ordenado en el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la 
demandada no le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las 
mismas no se encuentran en su poder.   

c) Copia del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la Resolución N° 919 del 
15 de enero del 2019, mediante la cual se niega la reliquidación de la pensión de jubilación de 
gracia por nuevos factores salariales; la Resolución N°4447 del 13 de febrero del 2019 el cual 
resuelve el recurso de reposición y la Resolución N° 7455 del 06 de marzo del 2019, por medio 
del cual se resuelve el recurso de apelación. 
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
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QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos 
($80.000, oo) para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes 
a la notificación del presente auto; suma que, de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo 
permitido por la ley o de existir remanente se devolverá al interesado una vez culminado el 
proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se le 
hace saber a las partes que quien acude a esta jurisdicción en cumplimiento del deber 
constitucional de colaboración para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está 
en la obligación de cumplir con las cargas procesales y probatorias previstas en la mencionada 
codificación. Así mismo deberán darle cumplimiento al art. 8 del Decreto 806 de 2020 y al 
numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 
SEPTIMO: RECONOCER personería al abogado Francisco Javier Gómez Henao, identificado 
con la C.C. No.79.901.182 y T.P. No. 152.782 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte 
actora, en los términos del poder que le fue conferido. 
 
OCTAVO: NOTIFÍQUESE por estado el presente auto al demandante, como lo dispone el artículo 
201 de la Ley 1437 de 2011.   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA – 

CÓRDOBA 
 

Montería cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 

AUTO REQUIERE A LA PARTE ACCIONADA 
 

 

ACCIÓN:  Incidente de Desacato 

EXPEDIENTE Nº:  23-001-33-33-005-2020-00159 

ACCIONANTE (S):  Fenise del Carmen Durango de Sierra 

ACCIONADO (S):  Nueva EPS 

 
Vista la nota secretarial que antecede, esta Unidad Judicial a continuación determinará si es 
procedente o no darle apertura al indecente de desacato de la acción de tutela promovida contra   
la Nueva EPS, previas las siguientes; 
 

CONSIDERACIONES: 
 

a). De la solicitud de sanción.  
 
Encuentra esta Unidad Judicial que la señora Fenise del Carmen Durango de Sierra, a través de 
apoderado, solicita mediante memorial remitido vía correo electrónico a éste Juzgado el día 3 de 
septiembre de 2020 que se dé cumplimiento inmediato a la decisión proferida por este juzgado el 
día veinticinco (25) de agosto de 2020, alegando el incumplimiento a lo ordenado en la sentencia 
proferida en el proceso de la recepción.  
 
 

b). Del incidente de desacato de acción de tutela.    
 
El incidente de desacato de acción de tutela se encuentra regulado en el artículo 52 del Decreto 
2591 de 1991, el cual prevé que, si el ente accionado no cumple con las órdenes impartidas en 
una sentencia de tutela, puede ser sancionado por desacato. A la letra, el citado precepto 
normativo dispone:  
 

“Articulo 52. Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida 
con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto 
hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales salvo que en 
este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin 
perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 
La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será 
consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si 
debe revocarse la sanción (La consulta se hará en efecto devolutivo).” 

 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en el citado artículo, para que proceda la apertura de un incidente 
de desacato debe existir una orden de tutela que haya sido dejada de cumplir por parte del 
funcionario encargado de ello. 
 
Por consiguiente, el Despacho previo a estudiar si da apertura o no al trámite incidental promovido 
por la señora Fenise del Carmen Durango de Sierra contra el Representante legal de la Nueva 
EPS, o quien haga sus veces, procederá a requerir. 
 
 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería; 
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RESUELVE: 
 
 

PRIMERO: Requerir al Representante legal de la Nueva EPS, o quien haga sus veces al momento 
de la notificación de este auto, a fin de que se sirvan informar a esta unidad judicial si le han dado 
cumplimiento o no, al fallo de tutela proferido por este Despacho el día 25 de agosto de 2020, que 
ordenó: “primero: tutelar los derechos constitucionales a la salud y a la vida, invocados por la 
accionante Fenise Del Carmen Durango Sierra, por lo expuesto en la parte motiva de la presente 
providencia. segundo: Como consecuencia de lo anterior, ordenar al representante legal de la 
entidad NUEVA E.P.S. o quien haga sus veces al momento de la comunicación de la presente 
decisión, para que en el término de cuarenta (48) horas siguientes a la notificación de esta 
providencia proceda a:  i). Realizar la entrega del medicamento Bromuro de ipratropio 0.25 mg/1ml 
(fenoterol bromhidrato 0.5mg/1ml/ otras soluciones), vía inhalatoria bucal, por un periodo de 6 
meses, en la cantidad de 24 frascos, tal como le fue ordenado en la prescripción médica No. 
20200511173018926705 de fecha once (11) de mayo de 2020 a la señora Fenise Del Carmen 
Durango De Sierra identificada con la cédula de ciudadanía No. 25.838.742”, por lo cual 
Otórgueseles el término de dos (02) días, contados a partir del recibido de la respectiva 
comunicación. Ofíciese por Secretaría.       
 
SEGUNDO: Vencido el término otorgado en los numerales anteriores, vuelva el expediente a 
despacho a fin de establecer si se apertura o no el incidente de desacato bajo estudio. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza  
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA – CÓRDOBA 

 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 
 

AUTO REQUIERE  
 

 

ACCIÓN:  Incidente de Desacato de medida cautelar 

EXPEDIENTE Nº:  2300133330052020-000159 

ACCIONANTE (S):  Fenise del Carmen Durango de Sierra  

ACCIONADO (S):  Nueva EPS  
 
 

 
 
 

Vista la nota secretarial que antecede, se procede a resolver previas los siguientes 

ANTECEDENTES: 

El día 19 de agosto del presente año la accionante mediante apoderado presentó vía correo 

electrónico memorial de incidente de desacato de medida cautelar en contra de la Nueva 

EPS alegando el incumplimiento de lo ordenado por esta Unidad Judicial en providencia de 

fecha 10 de agosto de 2020. Sin embargo, previo a dar apertura al presente incidente de 

desacato, esta unidad judicial mediante auto de fecha 20 de agosto de 2020  ordenó requerir 

a la entidad accionada a fin de que informará si había dado cumplimiento o no a la medida 

cautelar decretada en auto admisorio de tutela de fecha 10 de agosto de 2020, por lo cual 

se le concedió el termino de un (01) día contados a partir del recibo de la respectiva 

comunicación, y de ser así allegara los documentos que acreditaran el cumplimiento de 

dicha providencia. 

Posteriormente, dicha entidad procedió a dar respuesta al requerimiento realizado, 

manifestando que el medicamento Bromuro de Ipratropio 0.25 ML/ (Fenoterol Bromhidrato) 

fue autorizado desde el mes de junio en cantidad 2 unidades mensuales por seis meses 

para ser dispensado por la Farmacia Alto Costos Éticos del Norte, razón por la cual habían 

solicitado a dicha entidad certificara la entrega de los medicamentos. Sin embargo, ésta no 

se había pronunciado. En consecuencia, solicitó la vinculación de dicha entidad a efectos 

de que esta se manifestara en tal sentido.  

En ese orden, esta unidad judicial, mediante providencia de fecha 26 de agosto de 2020, 

procedió a requerir a la Farmacia Alto Costos Éticos del Norte, para que se sirviese informar 

a esta unidad judicial si había realizado la entrega del medicamento BROMURO DE 

IPRATROPIO 0,25ML/1ML (FENOTEROL BROMHIDRATO) a la señora FENISE DEL 

CARMEN DURANGO DE SIERRA. Frente al anterior requerimiento, dicha entidad 

manifestó que había realizado las últimas entregas de medicamento BROMURO DE 

IPRATROPIO+FENOTEROL BROMHIDRATO  0.02/0.05 MG  (INHALADOR BUCAL) a la 

accionante los días 7 y 12 de agosto de 2020, y que hasta la fecha no presentaban 

pendientes del medicamento mencionado por la usuario puesto se han cumplido con la 

entregas en las fechas estipuladas.  

En atención a lo anterior, se hace necesario requerir a la accionante para que manifieste si 

la entidad NUEVA EPS a través de la Farmacia Alto Costos Éticos del Norte, realizó la 

entrega del medicamento Bromuro de Ipratropio 0.25 ML/ (Fenoterol Bromhidrato 0.5 

mg/1ml/ otras soluciones). En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto 

del Circuito Judicial de Montería, 

 



 

Acción: Incidente de Desacato de Acción de Tutela  

Expediente: 23 001 33 33 005 2020 00159 
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  JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020, a las 8:00 
AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 

PRIMERO: Requerir a la accionante Fenise del Carmen Durango de Sierra para que 

manifieste si la Nueva EPS a través de la Farmacia Alto Costos Éticos del Norte, realizó la 

entrega del medicamento Bromuro de Ipratropio 0.25 ML/ (Fenoterol Bromhidrato 0.5 

mg/1ml/ otras soluciones) en las fechas indicadas por esta. Para lo cual Otórguesele el 

término de dos (02) días, contado a partir del recibido de la respectiva comunicación. 

Ofíciese por Secretaría.     

SEGUNDO: Vencido el término otorgado en los numerales anteriores, vuelva el expediente 

a despacho a fin de establecer si se apertura o no el incidente de desacato de medida 

cautelar bajo estudio. 

COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza  

 

 

 

 

 

 
 
 

 

Firmado Por: 

 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

MEDIO DE CONTROL:  Reparación Directa  

EXPEDIENTE Nº:  230013333005-2020-00167 

DEMANDANTE:  ARAUJO & SEGOVIA DE CORDOBA S.A. 

DEMANDADO:  Municipio de Montería  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 
162 y siguientes de la ley 1437 de 2011, se ordena su admisión por ser procedente. En mérito de lo 
expuesto el Juzgado Quito Administrativo del Circuito Judicial de Montería,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: ADMÍTASE la presente demanda bajo el medio de control de Reparación Directa 
instaurada por la sociedad Araujo & Segovia S.A. contra el Municipio de Montería, por encontrarse 
ajustada a derecho.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal 
del Municipio de Montería o quien hagan sus veces, al señor Agente del Ministerio Público que 
interviene ante este Despacho Judicial, conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012.  
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la entidad 
demandada, al señor Agente del Ministerio Público, por el término de treinta (30) días, de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 2011. Se advierte a la entidad 
demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del periodo común de 
veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 (CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 
1437 de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo 
ordenado en el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la 
demandada no le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las 
mismas no se encuentran en su poder.   
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
  
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de cien mil pesos ($100.000, 
oo) para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la 
notificación del presente auto; suma que, de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo 
permitido por la ley o de existir remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, 
conforme lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 



  
 JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  40_  el día 07/09/2020, a 
las 8:00 AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

SEXTO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se le hace 
saber a las partes que quien acude a esta jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de 
colaboración para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de 
cumplir con las cargas procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo 
con lo indicado en el art. 8 del Decreto 806 de 2020 y el numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 
SEPTIMO: RECONOCER personería a la abogada Amparo Sofia Jiménez Santos, identificado con 
la C.C. No. 34.980.126 y T.P. No. 105.984 expedida por el C.S. de la J, como apoderado general de 
la pare actora. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 

 
 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 
dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020) 

 

AUTO INADMISORIO  

 

MEDIO DE CONTROL:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

EXPEDIENTE Nº:  230013333005-2020-00168 

DEMANDANTE:  ALEJANDRA NAAR NUÑEZ 

DEMANDADO:  Municipio de Momil 

 

Conforme el artículo 170 del CPACA y por las siguientes razones se procede a inadmitir 

la demanda, a efectos que sea corregida por el apoderado de la parte actora:  

 

INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS 

 

 De conformidad con el numeral 1 del artículo 166 del CPACA a la demanda 

deberá acompañarse copia del acto acusado, con las constancias de su 

publicación, comunicación, notificación o ejecución, según el caso. En el 

asunto la parte actora allega en forma incompleta el acto acusado, 

Resolución No. 123 de 19 de septiembre de 2019, lo cual resulta necesario 

a efectos de determinar si el acto que se cuestionada es pasible de control 

de legalidad. 

 

 La parte actora incluye en los hechos de la demanda (4º, 5º y 6º) fundamentos 

de concepto de violación como (falsa motivación, desviación de poder, 

violación directa de la ley), que deben ser expuesto en un acápite distinto a 

los hechos de la demanda, conforme los numerales 3º y 4º del art. 162 del 

CPACA. 

 

 El poder allegado no cumple con las exigencias del art. 74 del CGP aplicable 

por la remisión del art. 306 del CPACA, dado que no determina ni identifica 

el asunto especial para el cual fue otorgado.  

 

  Conforme el numeral 7º del art. 162 del CPACA, art.3º y parágrafo del art. 8º 

del Decreto 806 de 2020, el apoderado de la parte actora debe indicar en 

forma separada su dirección física y electrónica de la demandante, dado que 

en la demanda en el acápite de notificaciones señala la misma para ambos. 

 

 

En virtud de lo anterior, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto,  

 

RESUELVE: 

 

1. Se INADMITE la presente demanda, conforme lo antes expuesto. 
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 JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.40  el día /09/2020, a 
las 8:00 AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

 

2. Se concede un plazo de diez (10) días para corregir la demanda, so pena de 

rechazo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00170 
Convocante: María Carolina Causil Galvis 
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 33 Judicial II Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre la señora MARIA CAROLINA CAUSIL GALVIS y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representada prestó sus servicios profesionales para la gestión 

asistencial como médico general en el área de urgencias de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería, como consta en el contrato de prestación de servicios profesionales para la gestión 
asistencial No 0776 de 2018.   

 
Señala que su representada continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 tal como consta en 
certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que la convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de evitar 
una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la ESE, 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 

personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que la 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa 

causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora María Carolina Causil 
Galvis, quien brindó sus servicios profesionales para la gestión asistencial como médico 
general del área de urgencias de la entidad convocada, sin recibir el pago correspondiente, 
sufriendo así un empobrecimiento correlativo.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se establezca a título de compensación a favor de 
la señora María Carolina Causil Galvis, el pago de CUATRO MILLONES NOVECIENTOS 
CINCUENTA MIL PESOS M/C (4.950.000,00), por concepto de honorarios 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 
2019, por haber prestado sus servicios para la gestión asistencial como médico general 
en el área de urgencias de las instalaciones de la entidad convocada. 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 33 judicial II Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó a 
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cabo de manera no presencial a través de la plataforma “ZOOM” en virtud de la emergencia sanitaria 
por causa del COVID -19, el día diez (10) de agosto del año 2020, lográndose acuerdo entre las partes, 
y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al conocimiento de los Juzgados 
Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o improbación, 
correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha diez (10) de agosto del año 2020, las 

partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“Así mismo, se indica que las pretensiones de la solicitud de conciliación son: PRIMERO: Que se 
declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa causa, al 
beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora María Carolina Causil Galvis, quien 
brindó sus servicios para la gestión asistencial como médico general en el área de urgencias en 
las instalaciones de la en la entidad convocada, y no ha recibido el pago correspondiente, 
sufriendo un enriquecimiento correlativo. SEGUNDO: Que como consecuencia la anterior 
pretensión, se establezca a  favor de mi representada la señora María Carolina Causil Galvis, a 
titulo de compensación el pago de CUATRO MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA MIL 
PESOS M/C (4.950.000,00) por concepto de honorarios correspondientes al mes de enero de 
2019 y los días primero (1), segundo (2), y tercero (3) del mes de febrero de 2019 por haber 
prestado sus servicios profesionales como médico general en el área de urgencias de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería (…) Seguidamente se concede el uso de la palabra a la 
apoderada de la parte convocada, quien manifiesta que mediante certificado expedido en fecha 
29 de julio de 2020 por el comité de conciliación de la Ese, (para el caso de las solicitudes 
radicadas bajo los números (223, 228, 233, 238 y 243 de 2020 ), el comité de conciliación de la 
entidad que representa decidió CONCILIAR por los mismos valores solicitados en cada una de 
las solicitudes conciliatorias, sin el pago de intereses una vez aprobada la conciliación por el Juez 
competente. El pago se realizaría en cuatro (4) cuotas mensuales, iniciando el 20 de junio de 
2021. Aporta en dos (02 folios, certificado suscrito por el presidente del Comité de Conciliación, 
donde se indica tal postura. El apoderado de la parte convocante manifiesta que acepta la 
propuesta en los términos efectuados por la parte convocada. En resumen, el acuerdo logrado 
queda en los siguientes términos: 

 
NRO RAD CONVOCANTE VALOR 

CONCILIADO 

4 238 MARIA CAROLINA CAUSIL GALVIS $4.950.000.00 

 
IV. CONSIDERACIONES 

   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0008 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
periodo del primero (1°) de enero hasta el treinta y uno de diciembre de 2019, que tuvo por objeto 
“la prestación de servicios profesionales para la gestión asistencial como médico general de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al existir un contrato de prestación 
de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de este mecanismo, ello enerva el 
estudio de la presente conciliación a través del medio de control de reparación directa -teoría de la 
actio de in rem verso, como fue propuesta por el convocante, sino que su estudio debe hacerse por 
el medio de control de controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 
técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 

                                            
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 
desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además el monto conciliado es la suma de cuatro millones novecientos 
cincuenta mil pesos ($4.950.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV 
que exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente 
conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Judith Paola Cuello González, identificada con C.C. 

1.064.998.654 T.P. de abogado N° 275.081 quien actuó como apoderada sustituta del apoderado 
principal de la parte convocante, abogado Cesar Andrés de la Hoz Salgado según poder de 
sustitución, y especial conferido por la señora María Carolina Causil Galvis. 

 
Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada con C.C. 

1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $4.950.000.00 correspondientes al 
mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a la convocante.  
 
 
 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Za mbrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicac ión Número: 25000-23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 
controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 
(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados a la convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0008 de 
2019 que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial 
de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, 
y atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (20 de mayo de 2020), 
es claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios de la señora Maria Carolina Causil Galvis en 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por el Subdirector de Contratos 
Médicos. 

- Informe de actividades realizadas por la convocante durante el periodo del 1° de enero al 
3 de febrero de 2019, suscito por esta y el Subdirector del Servicio de Urgencias de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

- Turnos de Urgencia Adulto de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, del mes de 
enero y los tres primeros días del mes de febrero de 2019, donde aparece relacionada la 
convocante.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios Profesionales para la Gestión Asistencial 
N. 0008 de 2019 por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, entre la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería y María Carolina Causil Galvis suscrito el primero 
(1) de enero de 2019. 

- Certificado de disponibilidad presupuestal  
- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 

Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Certificación del Agente Interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería en 
donde indica que que mediante Acta del Comité No. 014 de fecha veintiocho (28) julio de 
2020 el Comité de Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de montería decidió 
conciliar en el presente asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0008 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que 
tuvo por objeto “la prestación de servicios profesionales para la gestión asistencial como médico 
general en el área de urgencias de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil 2019. 
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Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado de disponibilidad presupuestal de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, así como el certificado del tiempo laborado durante el mes 
de enero de 2019 y los tres primeros días del mes febrero de 2019, el Informe de actividades 
realizadas por la convocante durante el periodo del 1° de enero al 3 de febrero de 2019, y el horario 
de turnos de Urgencia Adulto de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, del mes de enero y los 
tres primeros días del mes de febrero de 2019, documentos que dan cuenta de la ejecución del 
contrato durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. 
Aunado a lo anterior, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia 
y perfeccionamiento de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación y que éste se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado 
que existió un contrato entre las partes y se ejecutó por la convocante durante el mes de enero y 
los tres primeros días del mes de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor 
designado mediante Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el 
despacho que las pruebas antes relacionadas valoradas en conjunto resultan suficientes para 
respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho la 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 
 
 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo 
conciliatorio realizado ante la Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos de la ciudad 
de Montería, el día 10 de agosto de 2020, radicado bajo número 238 de 20 de mayo de 2020, 
suscrito entre la señora María Carolina Causil Galvis, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de 

la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 
previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
 

 
  
  
 
 
 
     

 

 

 
 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00171 

Demandante (s) NAIRIS YALIT RUÍZ ESTRADA 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@NAIRIS YALIT RUÍZ ESTRADA, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 91e6c6bd4c6e09ff57ca9089c7b7659243ed63ac3c10d7f08ab6c26dae07072e 

Documento generado en 04/09/2020 02:56:10 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

 

    

 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00172 

Demandante (s) PATRICIA ISABEL RUIZ ESTRADA 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ PATRICIA ISABEL RUIZ ESTRADA, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: e23905a600057e2f3c64ec2afe46acd02f712c554da504dfeca5eb82d4c72e89 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00173 

Demandante (s) ROBINSON JOAQUIN RODRIGUEZ FLOREZ 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ROBINSON JOAQUIN RODRIGUEZ FLOREZ, contra la Nación- 

Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada 

a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: ea7a0c4c8ad118db6a01e85a99bc3d5a1e3628fcb8a06698613f599510fc388e 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00174 

Demandante (s) TAIRO ENRIQUE ARAUJO VILLAR 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ TAIRO ENRIQUE ARAUJO VILLAR, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
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la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00175 

Demandante (s) DINA LUZ ARRIETA PEÑA 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ DINA LUZ ARRIETA PEÑA, contra la Nación- Ministerio de Educación 

Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00176 

Demandante (s) DOMINGO MANUEL DE LEÓN CASTRO 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ DOMINGO MANUEL DE LEÓN CASTRO, contra la Nación- Ministerio 

de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a 

derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00177 

Demandante (s) GEOVANY FERNANDO ROJAS CRÚZ 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@GEOVANY FERNANDO ROJAS CRÚZ, contra la Nación- Ministerio 

de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a 

derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00179 

Demandante (s) HERNANDO MIGUEL LARA SILGADO 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ HERNANDO MIGUEL LARA SILGADO, contra la Nación- Ministerio 

de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a 

derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 496c53beeff076e0ac8e379942572222bde7552c7513f83c8c0d9d6f367a68c2 

Documento generado en 04/09/2020 03:00:11 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

 

    

 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00180 

Demandante (s) KEILA IZHAR IZQUIERDO PÉREZ 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ KEILA IZHAR IZQUIERDO PÉREZ, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00181 

Demandante (s) LILIANA TERESA BURGOS MIRANDA 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ KEILA IZHAR IZQUIERDO PÉREZ, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00182 
Convocante: Lorena María Rangel Padilla 
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 124 Judicial II Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre la señora LORENA MARIA RANGEL PADILLA y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representada prestó sus servicios profesionales para la gestión 

asistencial como auxiliar de enfermería en el área de consulta externa de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería durante el año 2018, como consta en la adición No. 02 en tiempo y valor al 
contrato de prestación de servicios para la gestión asistencial No 0080 de 2018.   

 
Señala que su representada continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 tal como consta en 
certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que la convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de evitar 
una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la ESE, 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 

personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que la 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa 

causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora Lorena María Rangel 
Padilla, quien brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de 
enfermería de la entidad convocada, sin recibir el pago correspondiente, sufriendo así un 
empobrecimiento correlativo.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se establezca a título de compensación a favor de 
la señora Lorena María Rangel Padilla, el pago de UN MILLON QUINIENTOS CUARENTA 
MIL PESOS M/C (1.540.000,00), por concepto de honorarios correspondientes al mes de 
enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019, por haber prestado 
sus servicios para la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de las instalaciones 
de la entidad convocada. 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 124 judicial II Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó 
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a cabo de manera no presencial a través de la plataforma “ZOOM” en virtud de la emergencia sanitaria 
por causa del COVID -19, el día cinco (5) de agosto del año 2020, lográndose acuerdo entre las partes, 
y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al conocimiento de los Juzgados 
Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o improbación, 
correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha cinco (5) de agosto del año 2020, las 

partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“Así mismo, se indica que las pretensiones de la solicitud de conciliación son: PRIMERO: Que se 
declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa causa, al 
beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora Lorena María Rangel Padilla, quien 
brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería en las 
instalaciones de la en la entidad convocada, y no ha recibido el pago correspondiente, sufriendo 
un enriquecimiento correlativo. SEGUNDO: Que como consecuencia la anterior pretensión, se 
establezca a  favor de mi representada la señora Lorena María Rangel Padilla, a título de 
compensación el pago de UN MILLON QUINIENTOS CUARENTA MIL PESOS M/C 
(1.540.000,00) por concepto de honorarios correspondientes al mes de enero de 2019 y los días 
primero (1), segundo (2), y tercero (3) del mes de febrero de 2019 por haber prestado sus servicios 
de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la ESE Hospital San Jerónimo 
de Montería (…) Seguidamente se concede el uso de la palabra a la apoderada de la parte 
convocada, quien manifiesta que mediante acta 013 de 24 de julio de 2020 (para el caso de los 
expedientes 225, 230, 240, 250 y 255) y 014 de 29 de julio de 2020 (para el caso de los 
expedientes 265, 275, 280, 285, 290 y 295), el comité de conciliación de la entidad que representa 
decidió CONCILIAR por los mismos valores solicitados que aparecen señalados en cada una de 
las solicitudes de conciliación extrajudicial. El pago se realizaría sin intereses una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente en cuatro (4) cuotas mensuales, iniciando el 20 de marzo 
de 2021. Aporta en un (1) folio Certificado suscrito por el Presidente del Comité de Conciliación, 
donde se indica tal postura. El apoderado de la parte convocante manifiesta que acepta la 
propuesta en los términos efectuados por la parte convocada. En resumen, el acuerdo logrado 
queda en los siguientes términos: 

 
NRO RAD CONVOCANTE VALOR 

CONCILIADO 

5 225 LORENA MARÍA RANGEL PADILLA $1.540.000.00 

 
IV. CONSIDERACIONES 

   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0203 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
periodo del primero (1°) de enero hasta el treinta y uno de diciembre de 2019, que tuvo por objeto 
“la prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al existir un contrato de prestación 
de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de este mecanismo, ello enerva el 
estudio de la presente conciliación a través del medio de control de reparación directa -teoría de la 
actio de in rem verso, como fue propuesta por el convocante, sino que su estudio debe hacerse por 
el medio de control de controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 
técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 

                                            
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 
desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de un millón quinientos 
cuarenta mil pesos ($1.540.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV que 
exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente 
conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, identificada con C.C. 

1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como apoderado especial de la señora 
Lorena María Rangel Padilla. 

 
Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada con C.C. 

1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $1.540.000.00 correspondientes al 
mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a la convocante.  

 
 
 

 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicación Número: 25000 -23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 
controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 
(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados a la convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0203 de 2019 
que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (29 de mayo de 2020), 
es claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios de la señora Lorena María Rangel Padilla en 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por el Subdirector de Contratos 
Enfermeras. 

- Certificación de actividades de enfermería por el periodo del 1° de enero al 3 de febrero 
de 2019, suscito por esta y Jefe del Servicio de Enfermería de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería.  

- Horarios del personal de auxiliar de enfermeria de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería, del mes de enero y los tres primeros días del mes de febrero de 2019, donde 
aparece relacionada la convocante.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión Asistencial N. 0203 
de 2019 por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Lorena María Rangel Padilla suscrito el primero (1) 
de enero de 2019. 

- Certificado de disponibilidad presupuestal  
- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 

Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Oficio No. 210.41.01.0641.20 en donde el Agente Interventor de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería certifica que mediante Acta del Comité No. 013 de fecha veinticuatro 
(24) julio de 2020 el Comité de Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de montería 
decidió conciliar en el presente asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0203 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que 
tuvo por objeto “la prestación de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil 2019. 
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Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado de disponibilidad presupuestal de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, así como el certificado del tiempo laborado durante el mes 
de enero de 2019 y los tres primeros días del mes febrero de 2019, certificación de las actividades 
de enfermería por el periodo del 1° de enero al 3 de febrero de 2019, y los horarios del personal de 
auxiliar de enfermería de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, del mes de enero y los tres 
primeros días del mes de febrero de 2019, documentos que dan cuenta de la ejecución del contrato 
durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. Aunado a lo 
anterior, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia y 
perfeccionamiento de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación y que éste se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado 
que existió un contrato entre las partes y se ejecutó por la convocante durante el mes de enero y 
los tres primeros días del mes de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor 
designado mediante Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el 
despacho que las pruebas antes relacionadas valoradas en conjunto resultan suficientes para 
respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho la 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 
 
 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo conciliatorio 
realizado ante la Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, 
el día 5 de agosto de 2020, radicado bajo número 255 de 29 de mayo de 2020, suscrito entre la 
señora Lorena María Padilla Rangel, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de la 
misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 
previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
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LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00183 

Demandante (s) SILVIA PATRICIA FERNÁNDEZ GUERRA 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ SILVIA PATRICIA FERNÁNDEZ GUERRA, contra la Nación- 

Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada 

a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 9fca5210c8662c3952ce6f424c3e33ab378f08ec87b95a40532faa482de8e3d2 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00184 

Demandante (s) MONICA SEGURA CONTRERAS 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ MONICA SEGURA CONTRERAS, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00185 

Demandante (s) EDUARD DAVID HUMANEZ ALEANS 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@EDUARD DAVID HUMANEZ ALEANS, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
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en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00186 

Demandante (s) ZULEIMA MARCELA MANJARRÉS BELTRAN 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ ZULEIMA MARCELA MANJARRÉS BELTRAN, contra la Nación- 

Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada 

a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00187 

Demandante (s) WILLINTON CÓRDOBA CÓRDOBA 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@WILLINTON CÓRDOBA CÓRDOBA, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
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OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00189 
Convocante: Noharia Rosso Martínez  
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 190 Judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre la señora NOHARIA ROSSO MARTÍNEZ y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representada prestó sus servicios profesionales para la gestión 

asistencial como auxiliar de enfermería en el área de urgencia de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería durante el año 2018, como consta en la adición No. 02 en tiempo y valor al contrato de 
prestación de servicios para la gestión asistencial No 0197 de 2018.   

 
Señala que su representada continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 tal como consta en 
certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que la convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de evitar 
una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la ESE, 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 

personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que la 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa 

causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora Noheria Rosso 
Martínez, quien brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de 
enfermería de la entidad convocada, sin recibir el pago correspondiente, sufriendo así un 
empobrecimiento correlativo.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se establezca a título de compensación a favor de 
la señora Noharia Rosso Martínez, el pago de UN MILLON QUINIENTOS CUARENTA 
MIL PESOS M/C (1.540.000,00), por concepto de honorarios correspondientes al mes de 
enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019, por haber prestado 
sus servicios para la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de las instalaciones 
de la entidad convocada. 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 190 judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó a 
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cabo de manera no presencial a través de la plataforma “ZOOM” en virtud de la emergencia sanitaria 
por causa del COVID -19, el día diez (10) de agosto del año 2020, lográndose acuerdo entre las partes, 
y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al conocimiento de los Juzgados 
Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o improbación, 
correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha diez (10) de agosto del año 2020, las 

partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“Así mismo, se indica que las pretensiones de la solicitud de conciliación son: PRIMERO: Que se 
declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa causa, al 
beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora Noharia Rosso Martínez, quien brindó 
sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería en las instalaciones de 
la en la entidad convocada, y no ha recibido el pago correspondiente, sufriendo un enriquecimiento 
correlativo. SEGUNDO: Que como consecuencia la anterior pretensión, se establezca a  favor de 
mi representada la señora Noharía Rosso Martínez, a título de compensación el pago de UN 
MILLON QUINIENTOS CUARENTA MIL PESOS M/C (1.540.000,00) por concepto de honorarios 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los días primero (1), segundo (2), y tercero (3) del 
mes de febrero de 2019 por haber prestado sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como 
auxiliar de enfermería de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (…) Seguidamente se 
concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocada, quien manifiesta que mediante 
acta 014 de 29 de julio de 2020 (para el caso de los expedientes 222, 227, 232, 237 y 242), el 
comité de conciliación de la entidad que representa decidió CONCILIAR por los mismos valores  
solicitados en cada una de las solicitudes, sin el pago de intereses una vez aprobada la 
conciliación por el Juez competente. El pago se realizaría en cuatro (4) cuotas mensuales, 
iniciando el 20 de marzo de 2021. Aporta en dos folios Certificado suscrito por el Presidente del 
Comité de Conciliación, donde se indica tal postura. El apoderado de la parte convocante 
manifiesta que acepta la propuesta en los términos efectuados por la parte convocada. En 
resumen, el acuerdo logrado queda en los siguientes términos: 

 
NRO RAD CONVOCANTE VALOR 

CONCILIADO 

3 232 NOHARIA ROSSO MARTÍNEZ  $1.540.000.00 

 
IV. CONSIDERACIONES 

   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0195 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
periodo del primero (1°) de enero hasta el treinta y uno de diciembre de 2019, que tuvo por objeto 
“la prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al existir un contrato de prestación 
de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de este mecanismo, ello enerva el 
estudio de la presente conciliación a través del medio de control de reparación directa -teoría de la 
actio de in rem verso, como fue propuesta por el convocante, sino que su estudio debe hacerse por 
el medio de control de controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 
técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 
restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 

                                            
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 190 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de un millón quinientos 
cuarenta mil pesos ($1.540.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV que 
exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente 
conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, identificada con C.C. 

1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como apoderado especial de la señora 
Noharia Rosso Martínez. 

 
Parte Convocada: El (La) abogado(a) Manuel del Cristo Pastrana Martínez, identificado con 

C.C. 92.521.526 y T.P. de abogado N° 100.699 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $1.540.000.00 correspondientes al 
mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a la convocante.  

 
4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Za mbrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicac ión Número: 25000-23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 
(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados a la convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0195 de 2019 
que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (18 de mayo de 2020), 
es claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios de la señora Noharia Rosso Martínez en la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por el Subdirector de Contratos 
Enfermeras. 

- Horarios del personal de auxiliar de enfermeria de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería, del mes de enero y los tres primeros días del mes de febrero de 2019.   

- Turnos del personal de auxiliar de enfermería del mes de enero y febrero de 2019 en de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión Asistencial N. 0195 
de 2019 por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Noharia Rosso Martínez suscrito el primero (1) de 
enero de 2019. 

- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 
Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Certificación del Agente Interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería en 
donde indica que mediante Acta No. 014 de fecha veintinueve (29) julio de 2020 el Comité 
de Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de montería decidió conciliar en el 
presente asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0195 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que 
tuvo por objeto “la prestación de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil 2019. 
 
Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado del tiempo laborado durante el mes de 
enero de 2019 y los tres primeros días del mes febrero de 2019, horarios del personal de auxiliar 
de enfermería de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, del mes de enero y los tres primeros 
días del mes de febrero de 2019, y los turnos del personal de auxiliar de enfermería del mes de 
enero y febrero de 2019 en la ESE, documentos que dan cuenta de la ejecución del contrato durante 
el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. Aunado a lo anterior, 
la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia y perfeccionamiento 
de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y que éste 
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se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado que existió un contrato entre 
las partes y se ejecutó por la convocante durante el mes de enero y los tres primeros días del mes 
de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor designado mediante Resolución No. 
002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el despacho que las pruebas antes relacionadas 
valoradas en conjunto resultan suficientes para respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho la 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

 
RESUELVE: 

 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo 
conciliatorio realizado ante la Procuraduría 190 Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad 
de Montería, el día 10 de agosto de 2020, radicado bajo número 232 de 18 de mayo de 2020, 
suscrito entre la señora Noharia Rosso Martínez, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de 

la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
 

 
 

 

 

 

 

 

  

 

 

Firmado Por: 

 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

57f5200486c67c5086aa98c916d8b8ad73cd8f61a2676d0aecf2a71c08e3d9bb 

Documento generado en 04/09/2020 04:13:22 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

 

    

 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA  

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del derecho   

Radicación 23-001-33-33-005-2020-00191 

Demandante (s) NURYS MARÍA SALAS MACIAS 

Demandado (s)  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 
Examinada la demanda y verificado el cumplimiento de los parámetros delineados en los artículos 162 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, se ordenará su admisión por ser procedente.  En mérito de lo expuesto, 
el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMÍTIR la presente demanda bajo el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho instaurada por el@ señor@ NURYS MARÍA SALAS MACIAS, contra la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por encontrarse ajustada a derecho. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el auto admisorio de la demanda al representante legal de la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al señor Agente 
Del Ministerio Público que interviene ante este Despacho Judicial y a la Agencia Nacional De Defensa 
Jurídica Del Estado conforme el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la 
Ley 1564 de 2012.    
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, CÓRRASE TRASLADO DE LA DEMANDA a la parte 
demandada, al señor Agente Del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la Ley 1437 de 
2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a correr al vencimiento del 
periodo común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 
(CGP).  
 
CUARTO: ADVERTIR a la parte demandada que acorde a lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011, deberá aportar junto con la contestación de la demanda los siguientes documentos:  
 

a) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, según lo ordenado en 
el numeral 4º de la norma señalada. 

b) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y que la demandada no 
le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de esta última que las mismas no se encuentran 
en su poder.   
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 
encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
 
QUINTO: ORDENAR a la parte demandante que deposítese la suma de ochenta mil pesos ($80.000,oo) 
para cubrir los gastos ordinarios del proceso dentro de los (10) diez días siguientes a la notificación del 
presente auto; suma que de requerirse, podrá ser ajustada hasta el máximo permitido por la ley o de existir 
remanente se devolverá al interesado una vez culminado el proceso, conforme lo dispuesto en el numeral 
4º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011.  
 
SEXTO: Oficiar a la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, para que allegue copia de los antecedentes administrativos del acto acusado. 
 
SEPTIMO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, se hace saber 
a las partes que quien acude a esta Jurisdicción en cumplimiento del deber constitucional de colaboración 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia, está en la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en la mencionada codificación. Así mismo deberán darle 
cumplimiento a los arts 3º y 8º del Decreto 806 de 2020 y al numeral 14 del art. 78 del CGP. 
 



                  
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico 40 el día 04/09/2020, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado 
en la página web de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany Alberto López Quintero, identificado 
con la C.C. No. 89.009.237 y T.P. No.112.907 expedida por el CSJ, como apoderado de la parte actora, en 
los términos del poder que le fue conferido; y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada 
con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J, como 
apoderada sustituta del apoderado principal de la parte demandante, en los términos y para los fines de la 
sustitución que le fue realizada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: d1ed2615f0d0bbbfd4bfc28280e2f2c97ae85bb0e3731e12e20197aa20f8b91e 

Documento generado en 04/09/2020 03:05:16 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


              
   

 
 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00192 
Convocante: Virginia del Pilar Gallego Romero  
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 189 Judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre la señora VIRGINIA DEL PILAR GALLEGO ROMERO y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO 
DE MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representada prestó sus servicios profesionales para la gestión 

asistencial como auxiliar de enfermería en el área de urgencia adulto de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería durante el año 2018, como consta en el contrato de prestación de servicios 
para la gestión asistencial No 0109 de 2018.   

 
Señala que su representada continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 tal como consta en 
certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que la convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de evitar 
una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la ESE, 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 

personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que la 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa 

causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora Virginia del Pilar 
Gallego Romero, quien brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar 
de enfermería de la entidad convocada, sin recibir el pago correspondiente, sufriendo así 
un empobrecimiento correlativo.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se establezca a título de compensación a favor de 
la señora Virginia del Pilar Gallego Romero, el pago de UN MILLON QUINIENTOS 
CUARENTA MIL PESOS M/C (1.540.000,00), por concepto de honorarios 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 
2019, por haber prestado sus servicios para la gestión asistencial como auxiliar de 
enfermería de las instalaciones de la entidad convocada. 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 189 judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó a 
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cabo de manera no presencial a través de la plataforma “MICROSFT TEAMS” en virtud de la 
emergencia sanitaria por causa del COVID -19, el día cuatro (4) de agosto del año 2020, lográndose 
acuerdo entre las partes, y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al 
conocimiento de los Juzgados Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su 
aprobación o improbación, correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha cuatro (4) de agosto del año 2020, las 

partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que expongan 
sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante manifiesta que las 
pretensiones de la solicitud de conciliación son: La presente solicitud tiene como finalidad que en 
sentencia estimatoria que haga tránsito a cosa juzgada se realicen las siguientes o similares 
declaraciones y condenas: PRIMERO: Que se declare que la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, 
HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA se ha enriquecido sin justa causa, al beneficiarse de 
las prestaciones realizadas por la señora VIRGINIA DEL PILAR GALLEGO ROMERO quien brindó 
sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como AUXILIAR DE ENFERMERIA en las 
instalaciones de la Entidad convocada y no ha recibido el pago correspondiente, sufriendo un 
empobrecimiento correlativo. SEGUNDO: Como consecuencia de la pretensión anterior se 
establezca a favor de mi representada la señora VIRGINIA DEL PILAR GALLEGO ROMERO, a 
título de compensación, el pago de UN MILLON QUINIENTOS CUARENTA MIL PESOS M/C 
($1.540.000.oo m/c), por concepto de los honorarios correspondientes al mes de ENERO DE 
2019; y LOS DÍAS 1,2 Y 3 DEL MES DE FEBRERO DE 2019, por haber prestado sus  servicios 
de apoyo a la gestión asistencial como AUXILIAR DE ENFERMERIA de la  EMPRESA SOCIAL 
DEL ESTADO, HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA. (…) Seguidamente, se le concede 
el uso de la palabra a la apoderada de la parte convocada, con el fin de que se sirva indicar la 
decisión tomada por el comité de conciliación (o por el representante legal) de la entidad en 
relación con la solicitud incoada: una vez analizado los casos y expuestos ante el Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, el Comité de 
acuerdo a las razones que les voy a explicar seguidamente, decidió conciliar dentro del presente 
trámite conciliatorio. Pues bien, una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación 
extrajudicial realizada por la convocante Virginia del Pilar Gallego Romero, el Comité por 
unanimidad decide conciliar el pago de los honorarios de los servicios prestados por valor de 
$1.540.000, correspondientes al mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 
2019, sin pago de intereses, de la siguiente manera: luego de la aprobación del acuerdo 
conciliatorio por parte del juez administrativo, el pago de dichos honorarios se realizará en cuatro 
(4) cuotas mensuales, iniciando el 20 de marzo de 2021. (…)  Se le concede el uso de la palabra 
al apoderado de la parte convocante para que manifieste su posición frente a lo expuesto por la 
parte convocada: aceptamos la propuesta de la parte convocada. 

 
IV. CONSIDERACIONES 

   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0184 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
periodo del primero (1°) de enero hasta el treinta y uno de diciembre de 2019, que tuvo por objeto 
“la prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al existir un contrato de prestación 
de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de este mecanismo, ello enerva el 
estudio de la presente conciliación a través del medio de control de reparación directa -teoría de la 
actio de in rem verso, como fue propuesta por el convocante, sino que su estudio debe hacerse por 
el medio de control de controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 

                                            
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 
restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 
desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de un millón quinientos 
cuarenta mil pesos ($1.540.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV que 
exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente 
conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, identificada con C.C. 

1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como apoderado especial de la señora 
Virginia del Pilar Gallego Romero. 
 

Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada con C.C. 
1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $1.540.000.00 correspondientes al 
mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a la convocante.  

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Za mbrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicación Número: 25000-23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 
controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 
(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados a la convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0184 de 2019 
que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (2 de junio de 2020), es 
claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios de la señora Virginia del Pilar Gallego Romero 
en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por el Subdirector de Contratos 
Enfermeras. 

- Certificación de actividades de enfermería por el periodo del 1° de enero al 3 de febrero 
de 2019, suscito por la convocante y Jefe del Servicio de Enfermería de la ESE Hospital 
San Jerónimo de Montería.  

- Turnos del personal de auxiliar de enfermería de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería, del mes de enero de 2019, donde aparece relacionada la convocante.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión Asistencial N. 0184 
de 2019 por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Virginia del Pilar Gallego Romero suscrito el primero 
(1) de enero de 2019. 

- Certificado de Disponibilidad Presupuestal 
- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 

Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Acta No. 013 de fecha veinticuatro (24) julio de 2020 donde el Comité de Conciliación de 
la ESE Hospital San Jerónimo de montería decidió conciliar en el presente asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0184 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que 
tuvo por objeto “la prestación de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil 2019. 
 
Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado de disponibilidad presupuestal, así 
como el certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días 
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del mes febrero de 2019, el certificado de las actividades de enfermería por el periodo del 1° de 
enero al 3 de febrero de 2019, y los turnos del personal de auxiliar de enfermería de la ESE Hospital 
San Jerónimo de Montería, del mes de enero de 2019, documentos que dan cuenta de la ejecución 
del contrato durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. 
Aunado a lo anterior, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia 
y perfeccionamiento de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación y que éste se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado 
que existió un contrato entre las partes y se ejecutó por la convocante durante el mes de enero y 
los tres primeros días del mes de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor 
designado mediante Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el 
despacho que las pruebas antes relacionadas valoradas en conjunto resultan suficientes para 
respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho la 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo 
conciliatorio realizado ante la Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

de Montería, el día 4 de agosto de 2020, radicado bajo número 266 de 2 de junio de 2020, suscrito 
entre la señora Virginia del Pilar Gallego Romero, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de 

la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 
previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
 

 
  
  
 
 
 
     

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

19acb932a8a19b9814ecba09aa7358ebb256ad7d6609c821af3af85a83a72b07 

Documento generado en 04/09/2020 04:14:24 p.m. 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


              
   

 
 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00194 
Convocante: Nerlida Rosa Ubarnes cAstro  
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 189 Judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre la señora NERLIDA ROSA UBARNES CASTRO y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representada prestó sus servicios como auxiliar de servicios 

generales de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería durante el año 2018, como consta en el 
contrato de prestación de servicios generales No 0383 de 2018.   

 
Señala que su representada continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019, desarrollando las 
actividades asignadas.   

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que la convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de no 
entorpecer el giro ordinario del funcionamiento de la entidad convocada y garantizar la correcta 
prestación del servicio de salid a todos los usuarios.  Lo anterior en procura de la protección del 
derecho fundamental a la salud, y en aras de evitar una amenaza o lesión inminente al mismo.  
 

Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 
personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que la 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería patrimonialmente 

responsable de la omisión en el pago por los servicios como auxiliar de servicios 
generales, efectivamente prestados por la señora Nerlida Rosa Ubarnes Castro, en las 
instalaciones de la Entidad durante el periodo comprendido entre el primero (1°) de enero 
hasta el tres (3) de febrero de 2019.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se condene a la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería, a pagar a la señora Nerlida Rosa Ubarnes Castro, por concepto de honorarios 
la suma de UN MILLON DOSCIENTOS DIEZ MIL PESOS M/C ($1.210.000,00) 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 189 judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó a 
cabo de manera no presencial a través de la plataforma “MICROSFT TEAMS” en virtud de la 
emergencia sanitaria por causa del COVID -19, el día cuatro (4) de agosto del año 2020, lográndose 
acuerdo entre las partes, y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al 
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conocimiento de los Juzgados Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su 
aprobación o improbación, correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha cuatro (4) de agosto del año 2020, las 

partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que expongan 
sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante manifiesta que las 
pretensiones de la solicitud de conciliación son: La presente solicitud tiene como finalidad que en 
sentencia estimatoria que haga tránsito a cosa juzgada se realicen las siguientes o similares 
declaraciones y condenas: PRIMERO: Que se declare a la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, 
HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA patrimonialmente responsable de la omisión en el 
pago por los servicios como auxiliar de servicios generales; efectivamente prestados por la señora 
NERILDA ROSA UBARNES CASTRO, en las instalaciones de la Entidad durante el periodo 
comprendido entre, el primero (1) a treinta y uno (31) del mes de enero y los días 1,2 y 3 del mes 
de febrero de 2019.  SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior declaración, condénese a la 
EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA; a pagar a la 
señora NERILDA ROSA UBARNES CASTRO por concepto de honorarios la suma de UN MILLÓN 
DOSCIENTOS DIEZ MIL PESOS M/C ($1.210.000.00 m/c).(…) Seguidamente, se le concede el 
uso de la palabra a la apoderada de la parte convocada, con el fin de que se sirva indicar la 
decisión tomada por el comité de conciliación (o por el representante legal) de la entidad en 
relación con la solicitud incoada: una vez analizado los casos y expuestos ante el Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, el Comité de 
acuerdo a las razones que les voy a explicar seguidamente, decidió conciliar dentro del presente 
trámite conciliatorio. Pues bien, una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación 
extrajudicial realizada por la convocante Nerilda Rosa Ubarnes Castro, el Comité por unanimidad 
decide conciliar el pago de los honorarios de los servicios prestados por valor de $1.210.000, 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, sin pago 
de intereses, de la siguiente manera: luego de la aprobación del acuerdo conciliatorio por parte 
del juez administrativo, el pago de dichos honorarios se realizará en cuatro (4) cuotas mensuales, 
iniciando el 20 de marzo de 2021. (…)  Se le concede el uso de la palabra al apoderado de la 
parte convocante para que manifieste su posición frente a lo expuesto por la parte convocada: 
aceptamos la propuesta de la parte convocada. 

 
IV. CONSIDERACIONES 

   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0476 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
término de 12 meses, que tuvo por objeto “ la prestación de servicio de apoyo a la gestión 
administrativa como auxiliar de servicios generales en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería”. 
En ese orden, es claro que al existir un contrato de prestación de servicios del cual no se puede 
estudiar su legalidad a través de este mecanismo, ello enerva el estudio de la presente conciliación 
a través del medio de control de reparación directa -teoría de la actio de in rem verso, como fue 
propuesta por el convocante, sino que su estudio debe hacerse por el medio de control de 
controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 
técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 
restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 

                                            
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de un millón doscientos diez 
mil pesos ($1.210.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV que exige el 
artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, identificada con C.C. 

1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como apoderado especial de la señora 
Nerlida Rosa Ubarnes Castro. 
 

Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada con C.C. 
1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $1.210.000.00 correspondientes al 
mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a la convocante.  

 
4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 
controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Za mbrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicac ión Número: 25000-23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados a la convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0476 de 2019 
que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (11 de junio de 2020), 
es claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios de la señora Nerlida Ubarnes Castro en la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por la Subdirectora Administrativa. 

- Certificación de actividades realizadas por la convocante por el periodo del 1° de enero al 
3 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

- Horario de servicios generales del personal de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, 
del mes de enero y febrero de 2019, donde aparece relacionada la convocante.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión Asistencial N. 0469 
de 2019 por el término 12 meses, entre la ESE Hospital San Jerónimo de Montería y 
Nerlida Ubarnes Castro suscrito el primero (1) de enero de 2019. 

- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 
Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Certificación del Agente Interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería donde 
indica que mediante Acta No. 014 de fecha veintinueve (29) julio de 2020 el Comité de 
Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de montería decidió conciliar en el presente 
asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0469 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término 12 meses, que tuvo por objeto “la prestación de servicio 
de apoyo a la gestión administrativa como auxiliar de servicios generales en la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil diecinueve 2019. 
 

Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra  el certificado del tiempo laborado durante el 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes febrero de 2019, el certificado de las 
actividades realizadas por la convocante durante el periodo del 1° de enero al 3 de febrero de 2019, 
y el horario  de servicios generales del personal de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, del 
mes de enero y febrero de 2019, documentos que dan cuenta de la ejecución del contrato durante 
el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. Aunado a lo anterior, 
la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia y perfeccionamiento 
de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y que éste 
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se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado que existió un contrato entre 
las partes y se ejecutó por la convocante durante el mes de enero y los tres primeros días del mes 
de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor designado mediante Resolución No. 
002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el despacho que las pruebas antes relacionadas 
valoradas en conjunto resultan suficientes para respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho la 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

 
RESUELVE: 

 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo 
conciliatorio realizado ante la Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad 
de Montería, el día 4 de agosto de 2020, radicado bajo número 321 de11 de junio de 2020, suscrito 
entre la señora Nerlida Rosa Ubarnes Castro, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de 

la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00197 
Convocante: Marta Elcy Vargas Morales  
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 78 Judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre la señora MARTA ELCY VARGAS MORALES y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representada prestó sus servicios profesionales para la gestión 

asistencial como auxiliar de enfermería en el área quirúrgica  de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería durante el año 2018, como consta en el contrato de prestación de servicios para la gestión 
asistencial No 0205 de 2018.   

 
Señala que su representada continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 tal como consta en 
certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que la convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de evitar 
una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la ESE, 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 

personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que la 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa 

causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora Marta Elcy Vargas 
Morales, quien brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de 
enfermería de la entidad convocada, sin recibir el pago correspondiente, sufriendo así un 
empobrecimiento correlativo.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se establezca a título de compensación a favor de 
la señora Marta Elcy Vargas Morales, el pago de UN MILLON QUINIENTOS CUARENTA 
MIL PESOS M/C (1.540.000,00), por concepto de honorarios correspondientes al mes de 
enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019, por haber prestado 
sus servicios para la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de las instalaciones 
de la entidad convocada. 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 78 judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó a 
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cabo de manera no presencial a través de la plataforma “ZOOM” en virtud de la emergencia sanitaria 
por causa del COVID -19, el día veintiuno (21) de julio del año 2020, lográndose acuerdo entre las 
partes, y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al conocimiento de los Juzgados 
Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o improbación, 
correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha veintiuno (21) de julio del año 2020, las 

partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que expongan 
sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante manifiesta que las 
pretensiones de la solicitud de conciliación son: PRIMERO: Que se declare que la EMPRESA 
SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA se ha enriquecido sin justa 
causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por la señora MARTA ELCY VASQUEZ 
MORALES quien brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como AUXILIAR DE 
ENFERMERIA en las instalaciones de la Entidad convocada y no ha recibido el pago 
correspondiente, sufriendo un empobrecimiento correlativo. SEGUNDO: Como consecuencia de 
la pretensión anterior se establezca a favor de mi representada la señora MARTA ELCY 
VASQUEZ MORALES, a título de compensación, el pago de UN MILLON QUINIENTOS 
CUARENTA MIL PESOS M/C ($1.540.000.oo m/c), por concepto de los honorarios 
correspondientes al mes de ENERO DE 2019; y LOS DÍAS 1,2 Y 3 DEL MES DE FEBRERO DE 
2019, por haber prestado sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como AUXILIAR DE 
ENFERMERIA de la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. (…) Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al (la) apoderado (a) de la 
parte convocada ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA, con el fin de que se sirva 
indicar la decisión tomada por el COMITÉ DE CONCILIACION o por el representante legal de la 
entidad en relación con las solicitudes incoadas, quien manifiesta: (…) Como postura en el 
presente asunto los miembros del Comité en unanimidad deciden conciliar en el presente asunto 
sin pago de intereses, una vez sea aprobado el acuerdo por parte del Juez Administrativo, 
realizando el pago en 4 cuotas mensuales iniciando el 20 de Marzo de 2021. 

 
NOMBRE PRESTACION HONORARIOS 

PRETENDIDOS 
FECHA DE 
PRESENTACION 

MARTA ELCY 
VARGAS 
MORALES 

AUXILIAR DE 
ENFERMERIA 

$1.540.000,00 ENERO 2019, 1,2,3 
FEBRERO DE 2019 

 
 (…) Se le concede el uso de la palabra a la apoderada de la parte convocante para que manifieste 
su posición ante lo expuesto por la convocada: “Acepto la propuesta presentada por la apoderada 
de la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA”. 
 

IV. CONSIDERACIONES 
   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0213 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
periodo del primero (1°) de enero hasta el treinta y uno de diciembre de 2019, que tuvo por objeto 
“la prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al existir un contrato de prestación 
de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de este mecanismo, ello enerva el 
estudio de la presente conciliación a través del medio de control de reparación directa -teoría de la 
actio de in rem verso, como fue propuesta por el convocante, sino que su estudio debe hacerse por 
el medio de control de controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

                                            
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 
técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 
restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 
desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de un millón quinientos 
cuarenta mil pesos ($1.540.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV que 
exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente 
conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, identificada con C.C. 

1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como apoderado especial de la señora 
Marta Elcy Vargas Morales. 
 

Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada con C.C. 
1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $1.540.000.00 correspondientes al 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Za mbrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicación Número: 25000-23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 



                                                                                                                                                                       5 
 
 
 

mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a la convocante.  

 
4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 
controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 
(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados a la convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0184 de 2019 
que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (3 de junio de 2020), es 
claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios de la señora Marta Elcy Vargas Morales en 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por el Subdirector de Contratos 
Enfermeras. 

- Certificación de actividades de enfermería por el periodo del 1° de enero al 3 de febrero 
de 2019, suscito por la convocante y Jefe del Servicio de Enfermería de la ESE Hospital 
San Jerónimo de Montería.  

- Turnos del personal de auxiliar de enfermería de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería, del mes de enero  y los tres primeros días del mes de febrero de 2019, donde 
aparece relacionada la convocante.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión Asistencial N. 0213 
de 2019 por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Marta Elcy Vargas Morales suscrito el primero (1) 
de enero de 2019. 

- Certificado de Disponibilidad Presupuestal 
- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 

Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Oficio No. 300.41.01.0515.20 en donde el Agente Interventor de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería certifica que mediante Acta No. 012 de fecha diecinueve (19) junio 
de 2020 el Comité de Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de montería decidió 
conciliar en el presente asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0213 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que 
tuvo por objeto “la prestación de apoyo a la gestión asistencial como auxiliar de enfermería de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
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los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil 2019. 
 
Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado de disponibilidad presupuestal, así 
como el certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días 
del mes febrero de 2019, el certificado de las actividades de enfermería por el periodo del 1° de 
enero al 3 de febrero de 2019, y los turnos del personal de auxiliar de enfermería de la ESE Hospital 
San Jerónimo de Montería, del mes de enero de 2019, documentos que dan cuenta de la ejecución 
del contrato durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. 
Aunado a lo anterior, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia 
y perfeccionamiento de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación y que éste se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado 
que existió un contrato entre las partes y se ejecutó por la convocante durante el mes de enero y 
los tres primeros días del mes de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor 
designado mediante Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el 
despacho que las pruebas antes relacionadas valoradas en conjunto resultan suficientes para 
respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho la 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo 
conciliatorio realizado ante la Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad 
de Montería, el día 4 de agosto de 2020, radicado bajo número 289 de 3 de junio de 2020, suscrito 
entre la señora Marta Elcy Vargas Morales, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de 

la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 
previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, cuatro (4) de septiembre del año dos mil veinte (2020)  
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2020-00200 
Convocante: Francisco Javier Rodríguez Pérez  
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial efectuado 
ante la Procuraduría 78 Judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, realizada 
entre el señor FRANCISCO JAVIER RODRIGUEZ PEREZ y la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de convocatoria de 

conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo (Fls. 1-4), cuyos fundamentos se 
exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representado prestó sus servicios profesionales para la gestión 

asistencial como bacteriólogo en el laboratorio clínico de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 
durante el año 2018, como consta en el contrato de prestación de servicios para la gestión 
asistencial No 0317 de 2018.   

 
Señala que su representado continuó prestando sus servicios ante la ESE para el periodo 

comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 tal como consta en 
certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita Hernández Pretelt 

gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a encontrarse de vacaciones procedió 
a firmar múltiples contratos sin tener facultades para ello, toda vez que se encontraba encargado el 
señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los 
contratos con los requisitos legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión 
provisional de la gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la 
misma. Sin embargo, aduce que el convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de evitar 
una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la ESE, 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó a las 

personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un enriquecimiento 
sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su poderdante, toda vez que el 
convocante prestó sus servicios sin obtener contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré que la ESE Hospital San Jerónimo de Montería se ha enriquecido sin justa 

causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por el señor Francisco Javier 
Rodríguez Pérez, quien brindó sus servicios de apoyo a la gestión asistencial como 
bacteriólogo en el laboratorio clínico de la entidad convocada, sin recibir el pago 
correspondiente, sufriendo así un empobrecimiento correlativo.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior, se establezca a título de compensación a favor 
del señor Francisco Javier Rodríguez Pérez, el pago de DOS MILLONES 
CUATROCIENTOS VEINTE MIL PESOS M/C (2.420.000,00), por concepto de honorarios 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 
2019, por haber prestado sus servicios para la gestión asistencial como bacteriólogo en el 
laboratorio clínico de las instalaciones de la entidad convocada. 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en conocimiento a 

la Procuraduría 78 judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Montería, la cual se llevó a 
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cabo de manera no presencial a través de la plataforma “ZOOM” en virtud de la emergencia sanitaria 
por causa del COVID -19, el día dieciocho (18) de agosto del año 2020, lográndose acuerdo entre las 
partes, y remitiéndose el acta por la Procuraduría para ser sometida al conocimiento de los Juzgados 
Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o improbación, 
correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha dieciocho (18) de agosto del año 2020, 

las partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“Así mismo, se indica que las pretensiones de la solicitud de conciliación son:  “PRIMERO: Que 
se declare que la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL SAN JERONIMO DE 
MONTERIA se ha enriquecido sin justa causa, al beneficiarse de las prestaciones realizadas por 
el señor FRANCISCO JAVIER RODRIGUEZ PEREZ quien brindó sus profesionales para la 
gestión asistencial como Bacteriólogo en el laboratorio clínico de la Entidad convocada y no ha 
recibido el pago correspondiente, sufriendo un empobrecimiento correlativo.  SEGUNDO: Como 
consecuencia de la pretensión anterior se establezca a favor de mi representado el señor 
FRANCISCO JAVIER RODRIGUEZ PEREZ, a título de compensación, el pago de DOS 
MILLONES CUATROCIENTOS VEINTE MIL PESOS M/C ($2.420.000.oo m/c) por concepto de 
los honorarios correspondientes al mes de ENERO DE 2019; y LOS DÍAS 1,2 Y 3 DEL MES DE 
FEBRERO DE 2019, por haber prestado sus servicios profesionales para la gestión asistencial 
como Bacteriólogo en el laboratorio clínico de la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL 
SAN JERONIMO DE MONTERIA. (…) Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al (la) 
apoderado (a) de la parte convocada ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA, con el 
fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el COMITÉ DE CONCILIACION o por el 
representante legal de la entidad en relación con las solicitudes incoadas, quien manifiesta: (…) 
Como postura en el presente asunto los miembros del Comité en unanimidad deciden conciliar en 
el presente asunto sin pago de intereses, una vez sea aprobado el acuerdo por parte del Juez 
Administrativo, realizando el pago en 4 cuotas mensuales iniciando el 20 de Junio de 2021. 

 
NOMBRE PRESTACION HONORARIOS 

PRETENDIDOS 
FECHA DE 
PRESENTACION 

FRANCISCO 
JAVIER 
RODRIGUEZ 
PEREZ 

BACTERIOLOGO $2.420.000,00 ENERO 2019, 1,2,3 
FEBRERO DE 2019 

 
 (…) Se le concede el uso de la palabra a la apoderada de la parte convocante para que manifieste 
su posición ante lo expuesto por la convocada: “Acepto la propuesta presentada por la apoderada 
de la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO DE MONTERIA”. 
 

IV. CONSIDERACIONES 
   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 
de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su apoderado1, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma 
modificada por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad 
para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con 
lo previsto en la presente ley para cada una de estas áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el artículo 13 de 

la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación cuando los asuntos sean 
conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 
87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 
de 2009, cuerpo normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar tal 
posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 44.303 de 
24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado por el 
artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Podrán conciliar, 
total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto 
de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 recoge lo antes expuesto cuando 
precisa la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 
conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan el 
trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto normativo que 
fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida 

igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe 
tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 
partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición de 
los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se 
someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo sean 

competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 446 de 1998);  
ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  
iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren legitimadas 

(artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del C.C.A.); y  
iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para los intereses del 
particular afectado por la actuación u omisión del Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 
1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del acuerdo 
conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente aprobación o improbación 
según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 3° del artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 el cual expresa que “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se 
hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el 
patrimonio público”. Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los requisitos que 
debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se encuentra la indicación de 
la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy medio de control. Ahora, en el presente 
caso la parte convocante señaló que el medio de control a escoger en caso de fracasar la 
conciliación sería el de reparación directa. No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas 
aportadas advierte la existencia de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 
asistencial No. 0467 de 2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el 
periodo del primero (1°) de enero hasta el treinta y uno de diciembre de 2019, que tuvo por objeto 
“ la prestación de servicios profesionales para la gestión asistencial como bacteriólogo de 
laboratorio clínico en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al 
existir un contrato de prestación de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de 
este mecanismo, ello enerva el estudio de la presente conciliación a través del medio de control de 
reparación directa -teoría de la actio de in rem verso, como fue propuesta por el convocante, sino 
que su estudio debe hacerse por el medio de control de controversias contractuales señaladas en 
el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de control que 
resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

                                            
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá acreditarse, 
en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, 
catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del daño 
determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su vez, establece la 
técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la demanda y la oportunidad en 
el tiempo para hacerlas valer por la vía jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño 
tiene origen en la ilegalidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la 
acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 
restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios causados, 
resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, para efectos de 
desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que reviste y que hacen obligatorio 
su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el origen del daño no estriba en un acto 
administrativo, sino en un hecho (acción), una omisión o una operación administrativa o en la 
ocupación (temporal o permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o 
por cualquier otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción procedente será la de 
controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades que le otorgó 
a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le permitió al momento de 
admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, aunque el accionante haya indicado 
una vía procesal inadecuada. Lo anterior en atención a que el medio de control no depende de la 
voluntad de las partes, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos 
que el juez en virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte actora. Por 
lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de estudio de conciliaciones 
extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos y de las pruebas allegadas que en ese 
caso en particular el convocante escogió indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un 
estudio de fondo de la misma, el juez tenga que indicar cual sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de controversias 
contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se analizan cada uno de los 
requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 23 de la 

Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único Reglamentario DUR 
1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce la jurisdicción contencioso 
administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a ésta, 
tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo mediado por el 
Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad 
Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura 
para conocer del presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y 
Art. 156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el de 
controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de dos millones cuatrocientos 
veinte mil pesos ($2.420.000), valor que no excede el monto de los quinientos (500) SMLMV que 
exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el juzgado pueda conocer de la presente 
conciliación.    

 
2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, identificada con C.C. 

1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como apoderado especial del señor 
Francisco Javier Rodríguez Hernández. 
 

Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada con C.C. 
1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder para actuar que le 
confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con C.C. No. 70.077.162 en su calidad 
de agente interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 
de 25 de junio de 2019 y acta de posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y convocada 

a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad para conciliar respecto 
del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está encaminada a 
conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de $2.420.000.00 correspondientes al 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano 
Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicación Número: 25000 -23-36-000-2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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mes de enero de 2019, y los días primero (1), segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, 
los cuales no han sido pagados a al convocante.  

 
4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con 

las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con el medio de control 
que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que el sub judice sería el de 
controversias contractuales, por lo tanto, se debe presentar la demanda dentro del término de dos 
(2) años que se contaran a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que le sirven de fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la 
pretensión que se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a partir del 
vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del termino de cuatro 
(4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del 
acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido en el numeral v) del literal j) del numeral 
2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la solicitud de 
compensación como consecuencia de los honorarios no pagados al convocante por el periodo del 
mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019 en virtud de haberse 
celebrado un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0467 de 2019 
que posteriormente fue terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la 
ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito entre las 
partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (24 de junio de 2020), 
es claro que aún este fenómeno no ha operado.  
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los días 1, 2 
y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios del señor Francisco Javier Rodríguez Pérez 
en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito por el Supervisor Contrato 
Bacteriólogo Laboratorio Clínico. 

- Certificación de actividades realizadas por el convocante por el periodo del 1° de enero al 
3 de febrero de 2019, suscito por el supervisor de Servicio de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería.  

- Horarios del personal de bacteriología de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, del 
mes de enero y febrero de 2019, donde aparece relacionado el convocante.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión Asistencial N. 0467 
de 2019 por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Francisco Javier Rodríguez Pérez suscrito el primero 
(1) de enero de 2019. 

- Certificado de Disponibilidad Presupuestal 
- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la Superintendencia 

Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativamente de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería  

- Certificación del Agente Interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería donde 
indica que mediante Acta No. 014 de fecha veintinueve (29) julio de 2020 el Comité de 
Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de montería decidió conciliar en el presente 
asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial Interventor de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual declaró por terminados 
los contratos existentes al momento de la toma de posesión de la intervención forzada 
administrativa para administrar, suscritos entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 
4 de febrero de 2019 en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene la 

conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se suscribió  contrato 
de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No. 0467 de 2019  entre éstas el día 
primero (1) de enero de 2019, por el término del 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que 
tuvo por objeto “la prestación de apoyo a la gestión asistencial como bacteriólogo de laboratorio 
clínico de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de febrero de 2019, 
la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativamente para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería y designó como agente especial interventor al señor Omar Alexander Prieto 
García, el cual a través de Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de 
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los contratos existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de 
dos mil 2019. 
 
Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado de disponibilidad presupuestal, así 
como el certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días 
del mes febrero de 2019, el certificado de las actividades como bacteriólogo por el periodo del 1° 
de enero al 3 de febrero de 2019, y los turnos del personal de bacteriología de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería, del mes de enero de 2019, documentos que dan cuenta de la ejecución del 
contrato durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero de 2019. 
Aunado a lo anterior, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha indicado que para la existencia 
y perfeccionamiento de un contrato estatal solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación y que éste se eleve a escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado 
que existió un contrato entre las partes y se ejecutó por el convocante durante el mes de enero y 
los tres primeros días del mes de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor 
designado mediante Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el 
despacho que las pruebas antes relacionadas valoradas en conjunto resultan suficientes para 
respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público o para 
los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 de la ley 
80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales el deber por parte de 
las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de compensaciones e 
indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el 
cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un 
contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral segundo de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá 
procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de 
ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de 
mantener la ecuación o equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad excepcional de 
terminación unilateral del contrato, debe proceder al reconocimiento y pago de las 
compensaciones … e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de 
tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito anterior, y 

a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo suscrito entre las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el patrimonio de la entidad pública ni de 
los intereses de la parte convocante. Así mismo, el acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, 
corresponde al valor del monto equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho el 
convocante, por lo que tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para impartir la 

aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por lo que procederá a 
aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella Conto Díaz Del 
Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 

10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá D.C., Diez (10) De 
Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 40 ,  el día 07/09/2020 a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
CARMEN LUCIA JIMÉNEZ CORCHO 

Secretaria 

 SIGCMA 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el acuerdo 
conciliatorio realizado ante la Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de la ciudad 
de Montería, el día 18 de agosto de 2020, radicado bajo número 349 de 24 de junio de 2020, suscrito 
entre el señor Francisco Javier Rodríguez Pérez, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia autentica de 

la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial de la parte convocante, 
previa consignación del arancel judicial establecido en el Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 
de febrero de 2016. Déjese constancia en el expediente. 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
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